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RELLENO SANITARIO
Guillermo León Gómez
Relator Sección Tercera

101 . Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. (2023). Informe Nacional de Dis-
posición Final de Residuos Sólidos 2022. Bogotá.

El marco normativo para el manejo de los 
residuos, basuras, desechos y desperdicios 
se remonta al Código Nacional de Recur-
sos Naturales Renovables y de Protección 
al Medio Ambiente (Decreto 2811 del 18 
de diciembre de 1974). En el Título III, ar-
tículos 34 a 38, se establecen metas, prohi-
biciones y obligaciones en esta materia, con 
el fin de evitar el deterioro del ambiente y de 
la salud humana.

El Código se encarga de fijar unos propó-
sitos y un marco de acción, pero no regula 
en forma detallada cómo debe hacerse la 
disposición de los residuos. Establece, por 
ejemplo, que, a través de la investigación 
científica y técnica, se desarrollen mejores 
métodos para el manejo de los residuos; 
determina que los municipios deben orga-
nizar servicios adecuados de recolección, 
transporte y disposición final de basuras, y 
ordena que los desperdicios se deben reinte-
grar al proceso natural y económico.

Hoy, cerca de 50 años después de la expedi-
ción de aquel código, con más de 32 años de 
promulgación de la Constitución de 1991 
―a la que denominamos con orgullo 
como una constitución decididamente eco-
logista― y tras incontables avances de la 
ciencia y la tecnología, el manejo adecuado 
de los residuos continúa siendo un proble-
ma pendiente de solución en nuestro país.

Si se hubiera cumplido la Resolución 1045 
de 2003 del Ministerio de Ambiente, Vi-
vienda y Desarrollo Territorial, los bota-
deros de basura a cielo abierto serían un 
recuerdo lejano, y no la cruda realidad que 
hoy sufren quienes habitan sus alrededores. 
El artículo 13 de esta reSolución señala:

Artículo 13. Clausura y restaura-
ción ambiental. Se establece un pla-
zo máximo de 2 años a partir de la 
publicación de la presente resolución, 
para realizar la clausura y restaura-
ción ambiental de botaderos a cielo 
abierto y de sitios de disposición final 
de residuos sólidos que no cumplan 
con la normatividad vigente o su 
adecuación a rellenos sanitarios téc-
nicamente diseñados, construidos y 
operados, conforme a las medidas de 
manejo ambiental establecidas por 
las autoridades ambientales regio-
nales competentes.

En consecuencia, si se hubiera cumplido 
esta norma, desde finales del año 2005 no 
deberían existir botaderos de basura a cielo 
abierto en Colombia. La realidad es que, se-
gún estadísticas oficiales101, en el año 2022 
se identificaron 262 sitios de disposición fi-
nal de residuos sólidos, de los cuales 160 co-
rresponden a rellenos sanitarios (61 %), 79 a 
botaderos de basura a cielo abierto (30 %), 
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13 a celdas de contingencia (4,9 %) y 10 a 
celdas transitorias (3,8 %).

Llama la atención que el 33,59 % de estos si-
tios de disposición de residuos no estén au-
torizados y que los autorizados se encuen-
tren en el centro del país, mientras que los 
no autorizados se concentren en su mayo-
ría en la Región Caribe y Pacífica, en zonas 
tradicionalmente golpeadas por la pobreza 
y la marginalidad. Es del caso resaltar que 
la mayoría de los sitios no autorizados co-
rresponden a botaderos a cielo abierto y a 
celdas transitorias.

El Gobierno nacional, a través del Plan Na-
cional de Desarrollo 2022-2026 Colombia 
potencia mundial de la vida (Ley 2294 de 
2023), en su artículo 227, ha abordado el 
problema mediante la creación del “Progra-
ma Basura Cero”, a cargo del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio. La norma 
ordena la definición de un plan estratégico 
para el cierre definitivo de los botaderos a 
cielo abierto y las celdas transitorias. 

Se establece, además, una meta ambiciosa 
que consiste en «la eliminación del enterra-
miento hacia la implementación de parques 
tecnológicos y ambientales, de tratamiento 
y valorización de residuos, promoción del 
desarrollo tecnológico, conservación del am-
biente y mitigación del cambio climático».

En el ínterin, a la Rama Judicial le ha corres-
pondido atender las demandas de los ciuda-
danos que acuden en busca de protección de 
su dignidad humana y de los derechos fun-

102 . Corte Constitucional. (1998). Sentencia T-453/98 del 31 de agosto de 1998. M. P.: Alejan-
dro Martínez Caballero.

damentales vulnerados por el inadecuado 
manejo de los residuos. Es así como, a ma-
nera de ejemplo, la Corte Constitucional102 
ordenó a un municipio cerrar en el término 
de un año el botadero de basura que se en-
contraba en su jurisdicción y señaló:

En nuestro país, la transición efectiva de los 
llamados “botaderos de basura” sin ningún 
cuidado y control, a los llamados “rellenos 
sanitarios” que pretende la legislación am-
biental y de salud, debidamente realizados 
y técnicamente posibles, es un cambio nece-
sario y paulatino que debe darse, como ga-
rantía y protección de los recursos naturales 
y de los derechos de las personas. Por consi-
guiente, corresponderá a los alcaldes muni-
cipales, en cada zona específica adelantar los 
planes y programas necesarios para materia-
lizar esa necesidad.

En la actualidad, el Decreto Único Regla-
mentario 1077 de 2015, título 2, regula el 
servicio público de aseo y establece que los 
municipios y distritos deben elaborar un 
plan para la gestión integral de residuos só-
lidos (PGIRS) en su jurisdicción.

Por su parte, el Consejo de Estado ―en los 
pronunciamientos recogidos en este aparta-
do― ha recordado que la licencia ambien-
tal debe ser otorgada por la Corporación Au-
tónoma (CAR) respectiva y que constituye 
un requisito previo para la construcción de 
rellenos sanitarios. Su propósito es mitigar, 
corregir, prevenir y compensar los impactos 
negativos a los recursos naturales que se pue-
dan generar con este tipo de proyectos.
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Hasta aquí parece claro que el relleno sa-
nitario constituye una solución adecuada 
para el manejo de los residuos sólidos; no 
obstante, desde la academia103 se ha pues-
to de presente que nuestra normativa 
ambiental no contiene directrices para el 
manejo del biogás que producen los resi-
duos dispuestos en los rellenos sanitarios. 
Como resultado, no solo se desaprovecha 
su potencial energético, sino que termina 
liberado en la atmósfera, contribuyendo 
al efecto invernadero. 

Infortunadamente, las consecuencias no-
civas que se derivan de esta ausencia de re-
gulación no se limitan al efecto invernade-
ro. En nuestro entorno no existe necesidad 
de teorizar demasiado sobre los peligros 
que entraña el no hacer un manejo ade-
cuado de los gases de un relleno sanitario 
y de cometer irregularidades en su opera-
ción. La prueba irrefutable de lo que pue-
de pasar se encuentra en el caso del relleno 
Doña Juana en Bogotá.

La tragedia que allí se presentó fue reme-
morada 20 años después por el diario El Es-
pectador en los siguientes términos:

Como si se tratara de un volcán en erup-
ción, un millón 200 mil toneladas de basu-
ra del relleno Doña Juana se precipitaron 
en cuestión de minutos sobre el cauce del 
río Tunjuelo. Eran las 4:00 p.m. del sábado 
27 de septiembre de 1997, hace exactamen-

103 . Montes Cortés, C. (2018). Estudio de los residuos sólidos en Colombia. Universidad 
Externado de Colombia.

104 . El Espectador. (2017). Doña Juana: 20 años de una tragedia que no se supera. https://
www.elespectador.com/bogota/dona-juana-20-anos-de-una-tragedia-que-no-se-su-
pera-article-715126/

te 20 años, cuando la emergencia sanitaria 
puso en alerta al menos 20 barrios de Ciu-
dad Bolívar, Usme y Tunjuelito. (…) Los 
habitantes de la zona impactada, que se 
manifestaron frente a Doña Juana, atribu-
yeron estos problemas a las emanaciones 
de gas sulfhídrico, gas metano, amoniaco y 
vapores de azufre, y a la presencia de plagas, 
que produjeron las basuras que permane-
cían a la intemperie.104

Un conjunto de ciudadanos afectados in-
terpuso una acción de grupo para obtener 
reparación e indemnización de los perjui-
cios sufridos, la cual fue resuelta en última 
instancia por el Consejo de Estado. El alto 
tribunal terminó dando la razón a la comu-
nidad afectada y estableció las causas de la 
tragedia ambiental así:

La principal causa del deslizamiento fue 
la acumulación de la presión de lixiviados 
y gases dentro de la masa del terreno oca-
sionada en mayor grado por el sistema de 
reinyección utilizado. Este procedimiento 
fue autorizado por la autoridad distrital y 
por la autoridad ambiental. (…) Finalmen-
te, aunque la causa del deslizamiento fue 
la acumulación de lixiviados y gases, en el 
proceso se evidenció que durante la ope-
ración del relleno sanitario se presentaron 
diferentes irregularidades que coadyu-
varon a la generación del desastre o agra-
varon las consecuencias ambientales del 
mismo. Así, por ejemplo, no se rompieron 
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en algunas oportunidades las bolsas de ba-
sura, los residuos peligrosos no tenían una 
disposición final diferenciada, se aumentó 
el nivel de las celdas, etc. Supuestos que 
claramente denotan un acrecentamiento 
del peligro y una omisión de la autoridad 
administrativa al no utilizar los instru-
mentos que el ordenamiento jurídico le 
ofrecía para evitar tales conductas.105 

En consecuencia, se condenó al Distrito de 
Bogotá a pagar «a título de indemnización 
de daño moral y afectación de los derechos 
constitucionales a la intimidad familiar y 
a la recreación y libre utilización del tiem-
po libre», la suma de $227.440.511.400. 
Se dispuso que dichos recursos fueran ad-
ministrados por el “Fondo para la protec-
ción de los derechos e intereses colectivos” 
de la Defensoría del Pueblo y distribuidos 
no solo entre los integrantes del grupo de-
mandante, sino también entre aquellos 
que acreditaran su condición de afectados 
por la tragedia.

Finalmente, la sentencia citada hizo un lla-
mado a las autoridades: «No es plausible 
en modo alguno que una situación como 
la que originó este proceso se vuelva a repe-
tir». Así sea.

105 . Consejo de Estado. Sección Tercera. (2012). Sentencia 25000-23-26-000-1999-00002-
04(AG) del primero de noviembre del 2012. C. P.: Enrique Gil Botero.
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Extractos

SECCIÓN TERCERA

Identificación de la decisión
Radicado 05001-23-31-000-2006-03376-01 (44710)

Fecha de la decisión 2 de marzo de 2022

Clase de proceso Acción de reparación directa

Consejero ponente Martín Bermúdez Muñoz

Actor Inversiones Playa Verde Ltda.

Demandado Empresas Varias de Medellín, área metropolitana 
del Valle de Aburrá y el municipio de Don Matías

Palabras claves Excepción de caducidad

Resumen e historia del caso
El 20 de abril de 1998 la demandante 
adquirió por concesión una licencia de 
explotación minera en un área ubicada 
dentro del predio en el municipio de Don 
Matías, Antioquia, la cual adquirió el 25 
de junio de 2002 para la explotación de 
una mina de oro en aluvión en 3.13 hectá-
reas del predio La Pradera.

El 3 de julio de 2002, mediante la Resolución 
5288, Corantioquia concedió una licencia 
ambiental a Empresas Varias de Medellín y el 
área metropolitana del Valle de Aburrá para 
llevar a cabo el proyecto de relleno sanitario 
La Pradera, en el mismo predio donde se en-
contraba la mina de oro de la demandante. 

El 12 de febrero de 2003, Empresas Varias 
de Medellín inició las obras de adecuación 
del relleno sanitario, que sería el nuevo lu-
gar de disposición de las basuras del Valle de 
Aburrá y ocupó el área de explotación mi-
nera en cabeza del demandante.

Posteriormente, mediante la Resolu-
ción 2451 del 21 de mayo de 2003 Co-
rantioquia revocó la licencia ambiental 
previamente concedida a la demandante 
para la explotación de oro en el predio 
La Pradera y le ordenó cesar cualquier 
actividad de explotación por haber in-
cumplido los términos de la licencia. 
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Luego, Empresas Varias de Medellín y el 
municipio de Don Matías, Antioquia, ce-
lebraron el Convenio Administrativo 206, 
con el fin de impulsar actividades conjun-

tas para el manejo integral de los residuos 
sólidos del relleno sanitario La Pradera y la 
prevención del daño a la salud y al medio 
ambiente que pudiera causar el basurero.

Consideraciones y fundamentos 
Caducidad de la acción de reparación directa
«En el caso concreto se revocará la senten-
cia de primera instancia y, en su lugar, de-
clarará probada la excepción de caducidad. 
Esta decisión se toma teniendo en cuenta 
de manera exclusiva la pretensión de la de-
manda en la cual se impetra la condena de 
las demandadas por la (…) [ocupación per-
manente del área de 100 hectáreas de la ex-
plotación minera]. 

Como la petición en la demanda fue for-
mulada con miras a obtener la reparación 
del daño causado con la ocupación perma-
nente en la que incurrieron las demanda-
das, la acción ya estaba caducada para el mo-
mento en que se presentó la demanda (…). 
La jurisprudencia de esta Corporación ha 
precisado que una ocupación permanente 
tiene ocurrencia cuando las obras que la 
producen son terminadas y es este el mo-
mento a partir del cual se debe comenzar a 
contar el término de caducidad. 

(…) Si bien se probó que (...) Empresa Va-
rias de Medellín se encontraba ejecutando 

diferentes contratos dentro del predio (…), 
está acreditado que la versión inicial del 
proyecto del relleno sanitario, que obtuvo 
una licencia ambiental mediante la Resolu-
ción (…), entró en operación el (…). 

A pesar de que se realizaron nuevas fases e 
intervenciones luego de la entrada en opera-
ción del relleno sanitario, la infraestructura 
inicial quedó construida (…). 

En consecuencia, una vez probado que la 
obra que a juicio del demandante causó 
la ocupación permanente culminó (…), se 
concluye que la demanda fue interpuesta 
por fuera del término de caducidad por-
que: (i) si bien el término de caducidad 
vencía el (…), la parte actora interpuso la 
solicitud de conciliación el (…), lo que sus-
pendió dicho término cuando aún resta-
ban 103 días para que se cumpliera; (ii) la 
conciliación fue declarada fallida el (…) por 
lo que el término de caducidad se extendió 
hasta el (…) (iv) la demanda fue interpuesta 
luego de esta fecha».
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 Identificación de la decisión 
Radicado 25000-23-26-000-1999-00002-04

Fecha de la decisión 1 de noviembre de 2012

Clase de proceso Acción de grupo

Consejero ponente Enrique Gil Botero

Actor Leonor Buitrago Quintero y otros

Demandado Distrito Capital de Bogotá

Palabras claves Servicios públicos de aseo y de saneamien-
to ambiental, responsabilidad del Estado

Resumen e historia del caso
El relleno sanitario Doña Juana empezó a 
operar en el año 1988, con el objetivo de 
servir como instalación para la disposición 
de desechos sólidos mixtos. 

Entre los años 1988 y 1993, las operacio-
nes del manejo de las basuras estuvieron a 
cargo de la Empresa Distrital de Servicios 
Públicos, quienes no realizaron dicha ac-
tividad cumpliendo los lineamientos es-
tablecidos para ello. 

Por lo anterior, se suscribió un contrato 
con el objetivo de diseñar un sistema de 
tratamiento de lixiviados por el método de 
recirculación, que culminó en el año 1994. 

Posteriormente se suscribió contrato de con-
cesión con la Firma Promotora de Construc-
ciones e Inversiones Santana Limitada (PRO-
SANTA LTDA), para la operación técnica, 

administrativa y ambiental del relleno sanitario.

Sin embargo, se evidenciaron deficiencias 
en el servicio por causas como cambio de 
terrenos y mal manejo de los residuos. 

El 27 de septiembre de 1997 se produjo un 
deslizamiento de un millón doscientas mil 
toneladas de toda clase de desechos, lo que 
conllevó a una catástrofe ambiental y oca-
sionó dificultad en la respiración de los ha-
bitantes de los barrios cercanos. Así mismo, 
el incidente generó el represamiento del río 
Tunjuelo y de varias quebradas de la zona. 

Por lo anterior, el Gobierno distrital decla-
ró la emergencia sanitaria y ambiental, lo 
cual ocasionó no solo una remoción de los 
residuos, sino una labor de fumigación. La 
utilización de químicos generó nuevas mo-
lestias en los habitantes del sector.
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Consideraciones y fundamentos 
Servicios públicos de aseo y de saneamiento 
ambiental - Responsabilidad del Estado
«La no titularidad del Estado respecto 
de la actividad no implica ausencia de res-
ponsabilidad. Si bien es cierto que bajo el 
esquema diseñado por el legislador su labor 
no es la de prestación directa del servicio, 
también es verdad que constitucionalmen-
te en el artículo 365 se le impone el deber de 
garantizar que sea efectivamente prestado. 

El poder público no se aparta de la activi-
dad adelantada por los operadores, cambia 
la función, la administración propietaria de 
los medios se transforma en una que incide 

directamente en la actividad de los privados 
mediante competencias de regulación eco-
nómica y el efectivo ejercicio de una fun-
ción de control y vigilancia. 

El usuario adquiere importancia, se recono-
ce su posición debilitada frente al operador, 
así como también la intervención pública 
reitera que las necesidades por satisfacer si-
guen siendo en esencia prestaciones y por 
lo tanto deben gozar de las características de 
generalidad, permanencia y continuidad».

Aseo y disposición final de residuos sólidos
«La disposición f inal de residuos debe 
regirse por el principio de libertad de 
empresa, ello quiere decir que la ley no 
reconoce en cabeza de los diferentes mu-
nicipios una titularidad sobre la activi-
dad, al contrario, de acuerdo con el artí-
culo 10 de la Ley 142 de 1994 cualquier 
persona (pública o privada) podría en-
cargarse de la organización y operación 
de la misma sin que requiera título habi-
litante para ello. 

Otra cosa distinta es que por la importan-
cia de los intereses en juego se trate de un 
sector reglamentado y deban cumplirse 
todos y cada uno de los presupuestos exi-
gidos como exigencias obligatorias, inevi-
tables e indiscutibles para poder gestionar 
un relleno sanitario. 

En consonancia con lo señalado, el artículo 
9 de la Ley 689 de 2000 establece los esque-
mas de prestación del servicio domiciliario 
de aseo, señalando en primer lugar que para 
la prestación de las actividades de recolec-
ción y transporte de los grandes generado-
res, así como las de reciclaje, tratamiento, 
aprovechamiento, disposición final de los 
residuos y operación comercial, los munici-
pios y distritos, pueden aplicar el esquema 
de libre competencia y de concurrencia de 
prestadores en los términos que establezca 
el gobierno nacional. 

Por el contrario, tratándose de residuos 
generados por usuarios residenciales y pe-
queños productores, residuos patógenos 
y peligrosos, y para la limpieza integral de 
vías, áreas y elementos que componen el 
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amoblamiento urbano, el municipio para 
asegurar el servicio, puede asignar áreas de 

servicio exclusivo, mediante la celebración 
de contratos de concesión».

Funcionamiento del relleno sanitario operado por 
concesión.
«Así las cosas, tanto de las normas consti-
tucionales y legales que rigen la actividad 
de disposición final de residuos y el servi-
cio de saneamiento ambiental, como de 
la naturaleza y contenido del contrato de 
concesión, puede concluirse con claridad 
que el responsable por los daños que pue-
dan sufrir terceros como consecuencia de 
la actividad adelantada es en primera ins-
tancia el operador o prestador. 

Sin embargo, dadas las competencias asig-
nadas a los municipios y distritos y la nece-
sidad de que estos ejerzan en debida forma 
sus funciones de dirección, control y vigi-

lancia, las omisiones en el ejercicio de éstas 
hacen posible que les sean imputables los 
daños antijurídicos que puedan llegar a oca-
sionarse, máxime cuando han optado por 
la utilización de un negocio jurídico, que 
como se vio en líneas anteriores, conlleva 
necesariamente una delimitación a través 
de normas generales de las condiciones en 
que se organiza y presta el servicio, con una 
prerrogativa de ius variandi permanente, 
que tiene la obligación de ejercitar cuando 
constate que las circunstancias o condicio-
nes iniciales que se tuvieron en cuenta para 
pactar pueden generar una paralización o 
mal funcionamiento del servicio».

Derrumbe del relleno sanitario Doña Juana - Daño 
moral
«De la prueba testimonial y documental re-
caudada se puede colegir que las consecuen-
cias ambientales generadas por el derrumbe 
del relleno sanitario de Doña Juana, generó 
en la población afectada una sensación de 
angustia y miedo, por el desconocimien-
to de los efectos que sobre su salud podía 
llegar a tener la exposición continua al aire 
contaminado por las basuras. 

Si bien es cierto que en el proceso se demos-
tró una actividad de información del dis-
trito posterior al desastre, al presentarse la 
emergencia ésta fue insuficiente, razón por 
la cual la comunidad se sumió en una situa-
ción de incertidumbre, aumentada por las 
afecciones que presentaban y que fueron 
atendidas en las diferentes unidades móvi-
les de salud y Hospitales».
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Principio de prevención
«Se faltó al principio de prevención, por-
que el carácter experimental del sistema 
bajo el cual se operaba el relleno, requería 
por este motivo una atención mayor del 
operador y una supervisión intensa por par-
te de la autoridad administrativa. 

Aun cuando el diseño original partió de 
una hipótesis de presión cero, en el proceso 
se encuentra demostrado que a medida que 
PROSANTANA ejecutaba el contrato fue 
necesaria la incorporación de modificacio-
nes, puesto que se evidenciaron compor-
tamientos anormales, como fisuras, movi-
mientos de los taludes, brotes de lixiviados 

(que denotaban una sobre carga de los mis-
mos), acumulación de lluvias. 

Por consiguiente, cuando se presentó el de-
rrumbe, el operador ya llevaba prestando 
el servicio de disposición final aproxima-
damente tres años, de allí que no resulta 
admisible que no se hubieran adelantado 
acciones dirigidas a determinar la causa de 
las irregularidades presentadas y tratar de 
eliminarlas o por lo menos disminuirlas. De 
igual manera, falló el Distrito toda vez que 
en su función de supervisión no tomó las 
decisiones necesarias para disminuir el pe-
ligro».

Decisión
Se condenó al Distrito de Bogotá a pagar a 
título de indemnización por el daño moral 
y afectación de los derechos constituciona-
les a la intimidad familiar y a la recreación y 
libre utilización del tiempo libre.
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SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL

Identificación de la decisión
Radicado 11001-03-06-000-2020-00179-00(C)

Fecha de la decisión 15 de diciembre de 2020

Clase de proceso Conflicto negativo de competencias administrativas

Consejero ponente Óscar Darío Amaya Navas

Actor Procuraduría General de la Nación

Demandado Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca (CAR) 
y Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA)

Palabras claves Conflicto de competencia, licencias ambientales, 
construcción y operación de rellenos sanitarios

Resumen e historia del caso
El 30 de enero de 2020, la empresa Indus-
trial y Comercial de Servicios Públicos de 
Chiquinquirá (EMPOCHIQUINQUI-
RA ESP) radicó ante la Autoridad de Li-
cencias Ambientales (ANLA) solicitud de 
licencia ambiental para el proyecto deno-
minado Relleno Sanitario Regional Cara-
pacho.

La ANLA dio respuesta indicando que las 
Corporaciones Autónomas Regionales son 
las competentes para evaluar la viabilidad 
ambiental de los rellenos sanitarios.

El 21 de abril de 2020, EMPOCHIQUIN-
QUIRÁ ESP elevó ante la Corporación 
Autónoma Regional de Cundinamarca 
(CAR) solicitud de la licencia ambiental 
para el proyecto denominado Relleno Sani-
tario Regional Carapacho. 

Posteriormente, la CAR indicó que, sobre 
el tema de los rellenos sanitarios que esta-
ban a cargo de esta entidad, la Procuraduría 
General de la Nación, mediante sucesivos 
pronunciamientos, le ha quitado la compe-
tencia para conocer de los mismos, por lo 
cual la competencia para el licenciamiento 
ambiental de los rellenos sanitarios recae en 
la ANLA.
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Consideraciones y fundamentos
Conflicto de competencias que se origi-
nen entre las autoridades del sistema na-
cional ambiental

«Es necesario aclarar que aun cuando la 
ANLA no tiene personería jurídica y forma 
parte del sector administrativo de ambien-
te, no se trata, en este caso, de un conflicto 
de competencias intraorgánico, que tendría 
que ser resuelto en dicho caso por el minis-
tro de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

La ANLA no es una dependencia del cita-
do ministerio sino un organismo adminis-
trativo constituido bajo la forma de unidad 
administrativa especial, sin personería jurí-
dica y dotada de autonomía administrativa 
y financiera (artículo 67 de la Ley 489 de 
1998). En esa medida, constituye una “au-
toridad”, de acuerdo con la definición con-
tenida en el artículo 2º del CPACA. 

Debe recordarse que si bien la Sala había 
manifestado que la solución de los conflic-

tos de competencias administrativas que 
se presentaran entre autoridades u orga-
nismos pertenecientes al Sistema Nacional 
Ambiental (SINA) correspondía al Minis-
terio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
de conformidad con lo dispuesto en el ar-
tículo 5º numeral 31 de la Ley 99 de 1993. 

Sin embargo, la Sala revisó y modificó su 
posición, a partir de la decisión del 22 de 
octubre de 2015, para establecer que los 
conflictos de competencia que se originen 
entre dichas autoridades por motivos o 
razones de índole jurídica -como sucede, 
claramente, en el caso que nos ocupa- de-
ben ser resueltos por la Sala de Consulta y 
Servicio Civil, mientras que aquellos que se 
originen en diferencias o cuestiones de ca-
rácter técnico o científico, deben ser desata-
dos por el referido ministerio, en desarrollo 
de la norma legal antes citada. Se concluye, 
por lo tanto, que la Sala es competente para 
dirimir el conflicto».

Autoridad Nacional de Licencias Ambientales
«El Gobierno Nacional, por medio del 
Decreto Ley 3573 de 2011, crea la Auto-
ridad Nacional de Licencias Ambientales 
(ANLA), bajo la forma de Unidad Admi-
nistrativa Especial del orden nacional, con 
autonomía administrativa y financiera, sin 
personería jurídica (…). 
Teniendo en cuenta que las unidades admi-
nistrativas especiales «cumplen funciones 
administrativas para desarrollar o ejecutar 
programas propios de un ministerio o de-
partamento administrativo» (Ley 489 de 

1998, artículo 67), la ANLA, autoridad 
adscrita al Ministerio de Ambiente y De-
sarrollo Sostenible, asumió un número 
importante de funciones que con anterio-
ridad eran de la competencia del ministerio, 
tal y como se prescribe en los Decretos leyes 
3570 y 3573 de 2011. 

Las funciones de la unidad comprenden, 
entre otras, las de “1. Otorgar o negar las li-
cencias, permisos y trámites ambientales de 
competencia del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, de conformidad con 
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la ley y los reglamentos (subraya la Sala). 2. 
Realizar el seguimiento de las licencias, per-
misos y trámites ambientales” (…). 

En efecto, la ANLA está llamada a desem-
peñar un papel preponderante en la expedi-
ción de las licencias, puesto que en algunos 
campos específicos tendrá la competencia 
privativa para otorgarlas o negarlas, tal y 
como ocurre bajo determinados supuestos 

legales en los sectores de hidrocarburos, 
minero, marítimo y portuario, eléctrico, 
etc. (…), mientras que en otras ocasiones 
asumirá la competencia por determinación 
expresa del Ministerio de Ambiente y De-
sarrollo Sostenible, en asuntos que podían 
corresponder originariamente a las Corpo-
raciones Autónomas Regionales (…)».

Corporaciones Autónomas Regionales
«La Constitución Política establece la obli-
gación del Estado de proteger el medio am-
biente, así como la garantía del derecho co-
lectivo a gozar de un medio ambiente sano 
de todos los colombianos. 
Con base en esas funciones se concibió 
la creación de las Corporaciones Autó-
nomas Regionales (CAR) como las en-
tidades encargadas de proteger, regular 
y vigilar el adecuado manejo y uso de los 
recursos naturales. 

(…) Así las CAR están revestidas de ciertas 
características para su funcionamiento: (…) 
Son personas jurídicas de naturaleza públi-
ca que integran la estructura administrati-
va del Estado. (…) Su creación tiene origen 
legal. (…) No hacen parte de las ramas del 
poder público. (…) Pertenecen al orden na-
cional. (…) Gozan de autonomía adminis-
trativa, financiera y patrimonial. (…) Están 
conformadas por entidades territoriales 
que configuran geográficamente un mismo 
ecosistema o integran una unidad geopo-
lítica, biogeográfica o hidrogeográfica. (…) 
Tienen como objetivo la preservación del 
medio ambiente, la planeación y promo-
ción de la política ambiental regional. (…) 

Su competencia es regional: porque la reali-
dad ecológica supera los linderos territoria-
les, es decir, los límites políticos de las enti-
dades territoriales. 

En otras palabras, la jurisdicción de una 
CAR puede comprender varios munici-
pios y varios departamentos. Además de lo 
ya mencionado sobre el objeto de las CAR, 
es importante indicar que el artículo 30 le 
encarga dos cometidos a las corporaciones 
autónomas regionales, a saber: el primero, 
consiste en ejecutar “las políticas, planes, 
programas y proyectos sobre medio am-
biente y recursos naturales renovables”; y 
el segundo, dar cumplida y oportuna apli-
cación a las normas legales vigentes sobre 
disposición, administración, manejo y 
aprovechamiento, del medio ambiente y los 
recursos naturales, conforme a las regula-
ciones, pautas y directrices expedidas por el 
Ministerio del ramo. (…) 

Es así como la CAR y las demás corporacio-
nes tienen el deber de preservar las relacio-
nes de las comunidades con el entorno, pro-
teger los ecosistemas regionales, tecnificar la 
planeación ambiental, facilitar la adminis-
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tración de los recursos y alcanzar una ejecu- ción eficiente de políticas de protección».

Construcción y operación de rellenos sanitarios
«Los proyectos para la construcción y ope-
ración de rellenos sanitarios pueden produ-
cir deterioro grave a los recursos naturales, 
debido a las considerables afectaciones que 
llevan consigo para el entorno social y el 
paisaje del sector donde se ubique. 
Por lo tanto, la norma establece que reque-
rirán del procedimiento de otorgamiento 
de la licencia ambiental, con el fin de miti-
gar, corregir, prevenir y compensar los im-
pactos que se generan con el desarrollo de 
la actividad. 

Específicamente, los artículos 9 y 40 del De-
creto 2041 de 2014 compilado en el Decreto 
1076 de 2015 determinan la autoridad fa-
cultada para adelantar el proceso de licen-
ciamiento ambiental y dar viabilidad o no a 
la construcción y operación de rellenos sani-
tarios, así como para realizar el seguimiento 
y el control de lo dispuesto en estas. (…) Las 
corporaciones autónomas regionales son 
las autoridades competentes para otorgar o 
negar la licencia ambiental para la construc-
ción y operación de rellenos sanitarios que 
se ejecuten en el área de su jurisdicción».

Decisión
Declaró competente a la Corporación Au-
tónoma Regional (CAR) para conocer de 
la solicitud de licencia ambiental para la 
construcción y operación del Relleno Sani-
tario Regional Carapacho.
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TENENCIA Y PROTECCIÓN DE LOS 
ANIMALES
Análisis jurisprudencial y normativo 
sobre la fauna silvestre
Nubia Yaneth Pajarito
Relatora Sección Tercera 

106 . Ley 611 de 2000. Por la cual se dictan normas para el manejo sostenible de especies de 
Fauna Silvestre y Acuática. 17 de agosto de 2000.

El ser humano a lo largo de la historia ha 
convivido con diferentes animales, ya sea 
en calidad de compañía, de trabajo, de sus-
tento, como factor económico y comercial 
o porque comparten un hábitat común y 
cada ser cumple con su función natural.

La protección de los animales por parte 
del Estado se ha promovido desde antes 
de la Constitución Política de Colombia, 
ejemplo de ello es la promulgación de la 
Ley 84 de 1989 que otorga especial pro-
tección a los animales contra el dolor y 
sufrimiento que por cualquier circuns-
tancia el hombre le cause.

Antes de efectuar el análisis jurispruden-
cial y normativo sobre la fauna silvestre, es 
preciso hacer referencia a la definición y sus 
características.

La Ley 611 de 2000 en su artículo 1 de-
f ine la fauna silvestre como el «conjunto 
de organismos vivos de especies animales 
terrestres y acuáticas, que no han sido 
objeto de domesticación, mejoramiento 
genético, cría regular o que han regresado 
a su estado salvaje»106. Se caracteriza por 

no haber sufrido manipulación genética 
ni reproductiva por parte del hombre. La 
reproducción se da de manera natural, al 
igual que el entorno en donde nacen, cre-
cen y se reproducen. 

La fauna silvestre tiene una amplia varie-
dad de especies: mamíferos, como tigres, 
elefantes, cebras, monos; reptiles; insectos; 
multitud de aves; tiburones y gran varie-
dad de peces y animales acuáticos, entre 
otros tantos conocidos y desconocidos, 
que habitan en diferentes entornos como 
son bosques, desiertos, selvas, ríos, océa-
nos, lagunas y páramos. 

Colombia tiene el privilegio de contar con 
gran multiplicidad de fauna silvestre debi-
do a la diversidad climática, la variedad de 
ecosistemas, el medio ambiente, el amplio 
territorio y los recursos naturales presentes.

A pesar de la gran riqueza y diversidad de 
fauna silvestre, este sector se ha visto ame-
nazado por diferentes aspectos, como la 
pérdida de hábitat debido a la invasión del 
hombre con cultivos y ganadería, la defo-
restación, la tala de árboles, la expansión ur-



219

CARTILLA AMBIENTAL DEL CONSEJO DE ESTADO Y LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO

bana, la caza indiscriminada, la minería, el 
tráfico ilegal, el cambio climático, la conta-
minación, la presencia de los diferentes gru-
pos armados ilegales, los cultivos ilícitos, 
entre otros factores que amenazan la fauna 
silvestre presente en el país.

Para contrarrestar los peligros y amenazas 
que afronta la fauna silvestre en Colombia, 
se han implementado diferentes medidas 
de conservación y protección, como la deli-
mitación y cuidado de zonas protegidas, la 
implementación y conservación de parques 
naturales, la ampliación de las reservas don-
de se presenta gran número de animales sil-
vestres, los cuales son protegidos por perso-
nal especializado, vigilado y analizado con 
variada tecnología para conocer su natura-
leza, características, costumbres y modo de 
vida, sin alterar su hábitat natural.

Además de lo enunciado, Colombia está 
sujeta a estrictas normas tanto a nivel nacio-
nal como internacional, dentro de las que 
se destacan: 

La Ley 84 de 1989107, que implementó me-
didas para la preservación de la fauna silves-
tre, definió el régimen de protección y es-
tableció normas de conservación, manejo y 
aprovechamiento sostenible y con fines de 
subsistencia. También instituyó normas, 
sanciones y procedimientos, además, indi-

107 . Ley 84 de 1989. Por la cual se adopta el Estatuto Nacional de Protección de los Animales 
y se crean unas contravenciones y se regula lo referente a su procedimiento y competen-
cia. 27 de diciembre de 1989.

108 . Ley 1774 de 2016. Por medio de la cual se modifican el Código Civil, la Ley 84 de 1989, 
el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y se dictan otras disposiciones. 6 de 
enero de 2016.

có las penas y agravantes por actos dañinos 
y de crueldad contra animales silvestres, 
bravíos o salvajes. Esta ley fue modificada 
por la Ley 1774 de 2016.

La Ley 611 de 2000, que cuenta con 28 
artículos y cuyo objeto primordial es la 
regulación del comercio, posesión, trans-
porte y aprovechamiento de la fauna sil-
vestre y acuática, la conservación en su 
medio ambiente o hábitat natural. Tiene 
como f in prevenir la caza y la pesca ilegal, 
también proteger especies en peligro de 
extinción, promover la educación am-
biental y la conservación de la biodiversi-
dad. Señala los entes y autoridades encar-
gados de brindar protección, vigilancia 
y administrar los recursos naturales y su 
aprovechamiento sostenible.

Ley 1774 de 2016108, conocida como ley de 
protección animal, que tiene por objeto la 
protección, conservación y bienestar de los 
animales, previene y sanciona el maltrato, 
promueve el respeto hacia todas las formas 
de vida, reconoce a los animales como seres 
sintientes y no como cosas. Además, bus-
ca la eliminación del maltrato, crueldad y 
violencia contra los animales, y fija reglas y 
sanciones para los delitos cometidos contra 
la vida, la integridad física y emocional de 
los animales.
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La Ley 1801 de 2016109, que instituye nor-
mas, sanciones y procedimientos para la 
convivencia ciudadana, entre los que se en-
cuentra el artículo 101, que contempla un 
listado de conductas del ser humano que 
atentan contra las especies de flora y fauna, 
como tener animales silvestres en calidad de 
mascotas y experimentar, mutilar o mani-
pular las especies silvestres sin permiso de la 
autoridad ambiental.

La Ley 2153 de 2021110, que tiene como 
finalidad crear un sistema de información 
que permita registrar, monitorear, con-
trolar, prevenir y evitar el tráf ico ilegal 
de flora y fauna silvestre a nivel nacional, 
utilizando todos los medios tecnológicos, 
adelantando campañas de sensibilización, 
implementando un inventario de la flora 
y fauna silvestre existente, categorizando 
las especies y reforzando con programas 
educativos sobre el no uso ni compra de 
implementos o artículos fabricados a base 
de pieles de animales silvestres.

Decreto 1076 de 2015, que regula aspectos 
relacionados con la fauna silvestre, desarro-
lla el Código Nacional de los Recursos Na-
turales Renovables y de Protección al Me-
dio Ambiente en materia de fauna silvestre 

109 . Ley 1801 de 2016. Por la cual se expide el Código Nacional de Seguridad y Convivencia 
Ciudadana. 29 de julio de 2016.

110 . Ley 2153 de 2021. Por la cual se crea un sistema de información, registro y monitoreo que 
permita controlar, prevenir y evitar el tráfico ilegal de fauna y flora silvestre en el territorio 
nacional y se dictan otras disposiciones. 25 de agosto de 2021.

111 . Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora 
Silvestres. (s. f.). ¿Qué es la CITES? https://www.cites.org/esp/disc/what.php

112 . The Convention on Biological Diversity. (2009, septiembre 16). Convention on Biological 
Diversity. https://www.cbd.int/convention/guide/default.shtml 

y reglamenta las actividades concernientes 
con este recurso y con sus productos, consi-
derados como de utilidad pública e interés 
social.

A nivel internacional, se encuentra: 

La Convención sobre el Comercio Inter-
nacional de Especies Amenazadas de Fauna 
y Flora Silvestres (CITES)111, que trata so-
bre el acuerdo internacional que tiene por 
objeto regular el comercio internacional 
de especies silvestres y regular su tenencia. 
Colombia se compromete a implementar 
las disposiciones allí establecidas en su legis-
lación nacional y colaborar con otros países 
para la conservación y manejo sostenible de 
las especies silvestres.

La Convención sobre la Diversidad Bioló-
gica (CDB)112, que busca conservar la di-
versidad biológica, promover el desarrollo 
sostenible de los recursos naturales y garan-
tizar la distribución justa y equitativa de los 
beneficios derivados de su utilización. La 
autoridad máxima de la Convención es la 
Conferencia de las Partes (COP), compues-
ta por todos los gobiernos que hacen parte y 
que han ratificado el tratado. 

En cuanto a la fauna silvestre, componen-
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te importante de la diversidad biológica, la 
cual está relacionada directamente con los 
objetivos del CDB, ya que busca la protec-
ción y conservación de la fauna silvestre a 
nivel internacional, establece marcos legales 
y promueve acciones entre los países para 
garantizar la supervivencia, aborda cues-
tiones relacionadas con el comercio inter-
nacional de diferentes especies, promueve 
prácticas sostenibles y de esta manera con-
tribuye con la diversidad biológica general. 

Los convenios y acuerdos internacionales 
proporcionan directrices legales y mecanis-
mos de cooperación no solo con los países 
que hacen parte, sino de manera global, lo 
que permite implementar medidas tendien-
tes a proteger la fauna silvestre, a su conser-
vación y a su cuidado y delimita la tenencia 
de esta especie por parte del ser humano, 
con el propósito de proteger la biodiversi-
dad y asegurar la supervivencia de aquellas 
especies que se encuentran en vía de extin-
ción o en peligro.

Finalmente, en relación con la jurispruden-
cia emitida por el Consejo de Estado, que 
concierne con el tema de la fauna silvestre, 
se encuentra la providencia emitida por la 
Sala de Consulta y Servicio Civil, en la que 
se resuelve el conflicto negativo de com-
petencia, suscitado entre la Corporación 
para el Desarrollo Sostenible del Norte y 
el Oriente Amazónico (seccional Vaupés) 
y la Secretaría de Salud Departamental de 
Vaupés, por el caso de la disposición final de 
fauna silvestre cuniculus paca decomisada 
en el departamento de Vaupés.

113 . Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil. Providencia del 26 de noviembre 
de 2019. Radicado número 11001-03-06-000-2019-00162-00(C). C. P.: Germán Alberto Bula 

Para resolver el conflicto, la Corporación se 
refirió a las competencias de las autoridades 
sanitarias territoriales, la naturaleza jurídica 
y las funciones de las Corporaciones Autó-
nomas Regionales, la protección de la fauna 
silvestre en Colombia y su decomiso.

En cuanto a la protección de la fauna silves-
tre en Colombia, y que compete al presente 
análisis, indica que: 

La jurisprudencia colombiana ha dado 
manifestaciones de respeto hacia la pro-
tección del medio ambiente, a pesar de que 
no sea un derecho fundamental en nuestra 
Constitución, pero que esta sí estableció en 
cabeza del Estado las obligaciones sobre la 
protección de la naturaleza, el ambiente, la 
fauna y la flora y, en cabeza de los ciudada-
nos la responsabilidad de “proteger los re-
cursos culturales y naturales del país y velar 
por la conservación de un ambiente sano”.

Con la expedición de diversas normas, Co-
lombia ha entrado en la tendencia mundial 
de la preservación de los recursos naturales 
y del medio ambiente. Así, por ejemplo, te-
nemos el Estatuto Nacional de Protección 
Animal (Ley 84 de 1989), la protección a la 
biodiversidad (Ley 99 de 1993), el manejo 
sostenible de especies de Fauna Silvestre 
y Acuática (Ley 611 de 2000), la prohibi-
ción del uso de animales silvestres, ya sean 
nativos o exóticos, en circos (Ley 1638 de 
2013), la actualización y fortalecimiento 
del Estatuto de Protección Animal (Ley 
1774 de 2016), entre otras.113
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Luego menciona que la titularidad de la 
fauna silvestre está en cabeza de la Nación, 
de conformidad con lo estipulado en el ar-
tículo 248 del Código Nacional de Recur-
sos Naturales Renovables y de Protección 
al Medio Ambiente (Decreto Ley 2811 de 
1974).

También señala que «la autoridad ambien-
tal podrá destruir o incinerar los especíme-
nes de fauna silvestre por representar ries-
go para la salud, cuando se encuentren en 
estado de descomposición o amenacen en 
forma grave al medio ambiente, que hayan 
sido objeto de las sanciones previstas, esto 
es, el decomiso o aprehensión temporal».

Después de realizado el análisis normativo, 
la Sala resolvió declarar competente a la Cor-
poración para el Desarrollo Sostenible del 
Norte y el Oriente Amazónico (Seccional 
Vaupés) para la disposición final de fauna sil-
vestre cuniculus paca en el departamento de 
Vaupés. También exhortó a todas las autori-
dades involucradas en el asunto para que en 
casos similares y que puedan alterar la salud 
de la población, procedan de inmediato para 
salvaguardar la salud pública.

En conclusión, Colombia cuenta con una 
biodiversidad excepcional gracias a las ex-
tensiones amplias de bosques tropicales y 
sus variados climas; por ello ha tenido que 

Escobar. 

emitir, a través de la historia y en la medi-
da en que sea necesario, normatividad con 
el objeto de proteger la fauna silvestre del 
comportamiento humano, regulando de 
manera detallada los derechos de los anima-
les y las limitantes que tiene el hombre para 
respetar, cuidar y velar por la conservación 
de estos seres sintientes y que merecen vivir 
en su hábitat, que necesitan del cuidado y 
bienestar adecuado. 

Así mismo, el Estado a través de las diferen-
tes entidades brinda capacitación a todos 
los sectores tanto públicos como privados, 
con el fin de garantizar la calidad de vida de 
los animales. Ha puesto al servicio toda la 
tecnología de la información para recopilar 
datos y llevar un inventario de la fauna sil-
vestre colombiana. 

También se han implementado una serie de 
medidas para la conservación de zonas pro-
tegidas, parques naturales donde la fauna 
silvestre pueda desarrollarse ampliamente 
y evitar su vulnerabilidad debido a las dife-
rentes actividades humanas. 

A manera de reflexión, se puede indicar 
que la fauna silvestre es uno de los tesoros 
más preciados del ser humano y debe ser 
cuidado, protegido y respetado en tal pro-
porción.
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Extractos

SECCIÓN PRIMERA

Identificación de la decisión
Radicado 6600-12-33-3000-2019-00285-01

Fecha de la decisión 9 de marzo de 2023

Clase de proceso Acción popular

Consejero ponente Hernando Sánchez Sánchez

Actor Procuradora 28 Judicial II Ambiental y Agraria de Pereira

Demandado

Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacio-
nal, Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 
Alimentos, Corporación Autónoma Regional de Risaralda, 
departamento de Risaralda – Secretaría de Salud Depar-
tamental, municipio de Santa Rosa de Cabal, Instituto Co-
lombiano Agropecuario y Empresa de Obras Sanitarias de 
Santa Rosa de Cabal E.S.P. E.I.C.E.

Palabras claves Criadero, perímetro urbano, salubridad pública, derechos 
de los animales

Resumen e historia del caso
En el área urbana del municipio de Santa 
Rosa de Cabal existen criaderos ilegales de 
animales, especialmente de cerdos. Como 
consecuencia de ello, se han llevado a cabo 
varias reuniones con las autoridades para 

tratar este tema y se han realizado varios re-
querimientos sin que se tenga conocimien-
to de la imposición de medidas preventivas 
o el inicio de procesos sancionatorios.
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Consideraciones y fundamentos
Derecho a la salubridad pública - Actividad 
económica, sacrificio animal

«La Sala considera necesario precisar 
que el juez profirió las ordenes rela-
tivas a las capacitaciones y al apoyo 
para la creación de microempresa 
rural, así como la eliminación pau-
latina y progresiva de la actividad de 
cría de animales en el sector urbano, 
teniendo en cuenta que “[…] las acti-
vidades que se desarrollan en las plan-
tas de cría y sacrificio de animales 
componen el único sustento económico 
para las personas que allí laboran, 
donde se encuentran familias con ni-
ños y adultos mayores que dependen 
de ello; además, siendo dicha activi-
dad una tradición cultural del muni-
cipio y debido a que se les ha permiti-
do ejercerla por largo tiempo, bajo los 
parámetros de la confianza legítima, 
no puede de un momento a otro elimi-
nar lo que ha constituido su actividad 
económica, desconociendo los impactos 
que una medida en ese sentido podría 
generar […]”. 

En el expediente se observa un Acta de Vi-
sita de la Empresa de Obras Sanitarias de 
Santa Rosa de Cabal E.S.P. E.I.C.E. de 5 de 
octubre de 2018 a la dirección Pio XII Casa 
63 de Santa Rosa de Cabal, en la que se dejó 
constancia que quien atendió la visita se de-
dica a la actividad relacionada con las “[…] 
porquerizas […]”, de la cual deriva el susten-
to para su familia. 

El director de Acueducto y Alcantarilla-
do, mediante el oficio de 12 de octubre de 
2018, informó que realizó visitas a varios 
criaderos urbanos y que “[…] con las perso-
nas que actualmente siguen con criaderos 
de animales se les dio una charla educativa 
ambiental acerca del impacto ambiental 
que generan con miras de cuidar nuestro 
sistema de alcantarillado y conservar los 
recursos naturales del municipio de Santa 
Rosa de Cabal, pero confirman es su única 
actividad económica u sustento para sus fa-
milias […]”. 

Al analizar las pruebas en conjunto, bajo las 
reglas de la sana crítica, es posible concluir 
que varias familias del municipio de Santa 
Rosa de Cabal tienen como actividad eco-
nómica la cría de animales, la cual genera los 
ingresos para el grupo familiar.

En consecuencia, la conclusión del Tribu-
nal citada supra, cuenta con un sustento 
probatorio. Además, de acuerdo con lo in-
dicado en el acápite anterior, las órdenes de 
la sentencia proferida, en primera instancia, 
son razonables y proporcionales en la me-
dida en que atienden las necesidades espe-
ciales de la comunidad, de acuerdo con lo 
probado en el proceso, y permiten la solu-
ción del problema que representa el funcio-
namiento de criaderos de animales, dentro 
del perímetro urbano. Por las razones ex-
puestas no tiene vocación de prosperidad el 
argumento estudiado en este acápite».
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Decisión
Ordenó al municipio de Santa Rosa de 
Cabal, con apoyo del departamento de 
Risaralda, adelantar un censo que permita 
identif icar la población que realiza acti-
vidad de cría de animales y, además, cuá-
les de estas se encuentran en el perímetro 

urbano. Así mismo, le pidió formular un 
programa para la población que ejecute 
esta actividad, con el fin de asesorarlos en 
el cumplimiento de la normativa sanitaria 
y ambiental, entre otras.

SECCIÓN TERCERA

Identificación de la decisión
Radicado 70001-23-31-000-2005-01165-01 (48223)

Fecha de la decisión 10 de junio de 2022

Clase de proceso Acción de reparación directa

Consejero ponente Martín Bermúdez Muñoz

Actor Elicita Acosta de Ramón y otros

Demandado Municipio de Sincé y otros

Palabras claves Animales salvajes, responsabilidad del Esta-
do por muerte de transeúnte, corralejas

Resumen e historia del caso
El señor CRC falleció al ser embestido por 
un toro que escapó de la plaza de toros en el 
marco de las fiestas patronales de Sincé.

El día 13 de abril de 2005, el grupo familiar 
del difunto interpuso demanda contra el 

municipio de Sincé, la Policía Nacional y el 
señor Álvaro Oliver Espinosa, y solicitó que 
se declare responsable administrativamente 
al Ministerio de Defensa y al municipio de 
Sincé por su muerte.
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Consideraciones y fundamentos
Acción de reparación directa por actividad peligrosa
«Confirmará la decisión de primera ins-
tancia que declaró la responsabilidad del 
Municipio de Sincé porque el daño se 
derivó del ejercicio de una actividad peli-
grosa: el municipio tenía la “guarda y ex-
plotación” de un toro, que es un animal 
peligroso por su naturaleza, porque hizo 
uso de este en las festividades patronales 
organizadas por la entidad. 

En consecuencia, el Municipio debía acre-
ditar alguna causa extraña para eximirse de 
responsabilidad, lo cual no ocurrió. (...) En 
este caso resulta aplicable el régimen objeti-
vo de responsabilidad por ejercicio de acti-
vidades peligrosas. 

El artículo 2354 del Código Civil dispone 
la responsabilidad por animales fieros que 
“no reportan utilidad para la guardia o ser-
vicio de un predio” y señala que “quien lo 
tenga” “no será oído”. 

En términos de esta Corporación, dicha 
norma establece un régimen objetivo de 
responsabilidad que “se estructura a partir 
de la concreción del riesgo creado, es preci-
samente esa actividad peligrosa –la de ser 
el guardián de un animal fiero o salvaje– 
lo que genera que el daño sea imputable 
al demandado, salvo que se acredite una 
causa extraña”. 

Mediante el Decreto 0129 de 2004 la Alcal-
día Municipal declaró abiertas las festivida-
des patronales de Sincé y otorgó permiso a 
una Junta Directiva para la celebración de 
las fiestas de corralejas. 

Adicionalmente, la Alcaldía adelantó con-
sejos de seguridad y comités para garantizar 
la seguridad durante las festividades. De lo 
anterior se deduce que fue el Municipio 
quien autorizó la actividad, por lo que la 
misma estaba a su cargo de principio a fin e 
inclusive, como se verá, se comprometía al 
traslado de los animales. 

El Municipio no formuló reparo a los argu-
mentos del tribunal según los cuales “era el 
encargado de la contratación de los toros, 
su custodia, [y] de los camiones que los 
transportaban” y que “las decisiones, rela-
cionadas con la presentación del espectácu-
lo, emanaban de la Alcaldía Municipal”. 

La Alcaldía arrendaba los animales y se 
comprometía a su traslado a las fincas de los 
propietarios. En efecto, aunque uno de los 
miembros de la junta manifestó que esta era 
“autónoma” , otros miembros controvir-
tieron tal consideración y señalaron que las 
decisiones eran adoptadas por la Alcaldía: 
(i) Adolfo José Tamara, vocal de la Junta 
Directiva, manifestó que “la Alcaldía es la 
encargada de hacer los programas, las que 
se encarga de la seguridad de todas las fies-
tas, la Junta es mandada por la Alcaldía y 
los toros son contratados por la Alcaldía”, 
precisó que “la Alcaldía va a buscar los toros 
a la finca de los propietarios y ellos mismos 
llevan los toros por cuenta de la Alcaldía”; 
(ii) Carlos Santis Castilla, fiscal de la Junta 
Directiva, indicó que la Junta Directiva era 
una “figura decorativa” y que “la Alcaldía 
Municipal, a cargo de su representante le-
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gal, es quien toma todas sus decisiones res-
pecto del desarrollo de las festividades” y 
precisó que “los toros eran de Álvaro Oliver 
Espinosa”. 

“La junta le arrendó los toros a Álvaro, 
comprometiéndose la junta a buscar y a re-
gresar los toros a la finca, todo eso era por 
órdenes de la Alcaldía”; (iii) Fidiar Hernán-
dez Parra, vocal, señaló que “la junta direc-
tiva la nombra el alcalde municipal inclusi-
ve para la escogencia de los días de toros es 

escogida por recomendación de él [Alcalde 
Municipal] y de una vez dice cuáles son los 
camiones que va a contratar, nosotros ahí 
somos unos convidados de piedra”; (iv) 
Iván Mendoza Rojas, vicepresidente, ma-
nifestó que “las contrataciones las hizo la 
Junta, el Alcalde sí aportó pero muy poco”. 

Finalmente, no están acreditadas las exi-
mentes de responsabilidad alegadas por el 
Municipio».

Decisión
Modificó la condena por concepto de per-
juicios morales impuesta por el Tribunal 
Administrativo de Sucre y confirmó la sen-
tencia en lo demás.
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SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL

Identificación de la decisión
Radicado 11001-03-06-000-2019-00162-00(C)

Fecha de la decisión 26 de noviembre de 2019

Clase de proceso Conflicto negativo de competencia

Consejero ponente Germán Alberto Bula Escobar

Actor Biodiversidad y Servicios Ecosistémicos

Demandado N/A

Palabras claves Salud pública, disposición final de animales sil-
vestres, autoridad sanitaria territorial

Resumen e historia del caso
«En el Acta Única de Control al Tráf i-
co Ilegal de Flora y Fauna Silvestre núm. 
0044207 del 16 de abril de 2019, consta 
que se decomisaron 30 kg de carne cuni-
culus paca, de nombre común lapa, que se 
comercializaba en la plaza de mercado del 
municipio de Mitú.

Mediante oficio del 16 de abril de 2019 se 
solicitó a la Secretaría de Salud Departa-
mental de Vaupés que emitiera concepto 
sanitario sobre el decomiso de 6 lapas ahu-
madas y así darle disposición final adecuada 
en los términos de la Ley 1333 de 2009.

En respuesta al of icio anterior, la Secre-
taría de Salud Departamental de Vaupés, 
mediante oficio núm. SSDV 0985 del 14 
de mayo de 2019, señaló que la autoridad 
competente para emitir concepto favo-
rable sobre el procedimiento posterior al 

decomiso de fauna era el Instituto Colom-
biano Agropecuario (ICA) y el Ministerio 
de Salud y Protección Social, de confor-
midad con el parágrafo 2 del artículo 2 del 
Decreto 1500 de 2007.

Mediante oficio núm. DSV-328-2019 del 
30 de mayo de 2019, el director de la Seccio-
nal Vaupés de la CDA negó competencia 
para emitir concepto frente a la destinación 
de la carne “Lapa” que fue objeto de deco-
miso. En consecuencia, insistió que el asun-
to le corresponde a la autoridad territorial 
de salud, es decir, a la Secretaría de Salud 
Departamental de Vaupés.

El 18 de junio de 2019, la subdirectora (E) 
de salud nutricional, alimentos y bebidas 
del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible trasladó por competencia las di-
ligencias, en las cuales «se plantean inquie-
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tudes respecto a fauna silvestre», al director 
de Bosques, Biodiversidad y Servicios Eco-
sistémicos del Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible, de conformidad con 
lo previsto en el Decreto 3570 de 2011».

Consideraciones y fundamentos
Límites al definir autoridad competente 
para trámite administrativo concreto
«El artículo 39 del CPACA le otorga a la 
Sala de Consulta y Servicio Civil la función 
de definir la autoridad competente para 
adelantar o continuar un trámite adminis-
trativo en concreto. 

Por tanto, esta Sala no puede pronunciarse 
sobre el fondo de la solicitud o el derecho 
que se reclama ante las entidades estatales 
frente a las cuales se dirime la competencia. 
(…) Las entidades territoriales tienen a su 

cargo la ejecución de las acciones de salud 
pública en la promoción y prevención diri-
gidas a la población de su jurisdicción, debi-
do a que es una función esencial del Estado. 

(…) La Sala destaca que las autoridades te-
rritoriales sanitarias son competentes para 
realizar la inspección, vigilancia y control 
sanitario de bienes aptos para el consumo 
humano, siempre que se pretenda proteger 
la salud pública».

Instituto Colombiano Agropecuario
«El Instituto Colombiano Agropecuario 
(ICA) es una entidad pública del orden 
nacional, con personería jurídica, autono-
mía administrativa y patrimonio indepen-

diente, perteneciente al Sistema Nacional 
de Competitividad, Ciencia, Tecnología e 
Innovación (SNCCTI) y adscrita al Minis-
terio de Agricultura y Desarrollo Rural».

Corporación para el desarrollo sostenible 
del norte y el oriente amazónico
«Los artículos 79 y 80 de la Constitución 
Política establecen la obligación del Estado 
de proteger el medio ambiente, así como 
la garantía del derecho colectivo a gozar de 
un medio ambiente sano de todos los co-
lombianos. Con base en esas funciones se 
concibió la creación de las Corporaciones 
Autónomas Regionales (CAR) como las 

entidades encargadas de proteger, regular y 
vigilar el adecuado manejo y uso de los re-
cursos naturales. (…) 

El Congreso de la República aprobó la Ley 
99 de 1993, en la que se establece la natura-
leza jurídica de las Corporaciones (…) sobre 
el objeto de las CAR, es importante indicar 
que el artículo 30 le encarga dos cometidos 
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a las corporaciones autónomas regionales, 
a saber: el primero, consiste en ejecutar «las 
políticas, planes, programas y proyectos 
sobre medio ambiente y recursos naturales 
renovables»; y el segundo, dar cumplida y 
oportuna aplicación a las normas legales vi-
gentes sobre disposición, administración, 
manejo y aprovechamiento, del medio am-
biente y los recursos naturales, conforme a 
las regulaciones, pautas y directrices expedi-
das por el Ministerio del ramo. (…) 

Es deber de la CDA [Corporación para el 
Desarrollo Sostenible del Norte y el Orien-
te Amazónico] y las demás corporaciones 
preservar las relaciones de las comunidades 
con el entorno, proteger los ecosistemas re-
gionales, tecnificar la planeación ambiental, 
facilitar la administración de los recursos y 
alcanzar una ejecución eficiente de políticas 
de protección. 

(…) Esta corporación, además, tendrá las 
siguientes funciones: (…) Promover el co-
nocimiento de los recursos naturales reno-

vables y del medio ambiente de la región del 
Norte y Oriente Amazónico y su utiliza-
ción. (…) Ejercer actividades de promoción 
de investigación científica y transferencia de 
tecnología. (…) Dirigir el proceso de plani-
ficación regional de uso del suelo para mi-
tigar o desactivar presiones de explotación 
inadecuadas del territorio. (…) Fomentar la 
integración de las comunidades tradiciona-
les que habitan la región y de sus métodos 
ancestrales de aprovechamiento de la natu-
raleza al proceso de conservación, protec-
ción, y aprovechamiento sostenible de los 
recursos. (…) Propiciar, con la cooperación 
de entidades nacionales e internacionales, la 
generación de tecnologías apropiadas, para 
la utilización y conservación de los recursos 
de la Amazonía Colombiana. 

La CDA tiene jurisdicción en los departa-
mentos de Vaupés, Guainía y Guaviare con 
sede en la ciudad de Puerto Inírida, y subse-
des en San José del Guaviare y Mitú».
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Fauna silvestre - Protección y decomiso
«La naturaleza, entendida como conjunto 
de todos los organismos vivientes que con-
forman el universo físico que se han dado 
de manera natural, es un ente jurídico con 
derechos (…). 

Con la expedición de diversas normas, Co-
lombia ha entrado en la tendencia mundial 
de la preservación de los recursos naturales 
y del medio ambiente. Así, por ejemplo, te-
nemos el Estatuto Nacional de Protección 
Animal (Ley 84 de 1989), la protección a la 
biodiversidad (Ley 99 de 1993), el manejo 
sostenible de especies de Fauna Silvestre 
y Acuática (Ley 611 de 2000), la prohibi-
ción del uso de animales silvestres, ya sean 
nativos o exóticos, en circos (Ley 1638 de 
2013), la actualización y fortalecimiento 

del Estatuto de Protección Animal (Ley 
1774 de 2016), entre otras.

(…) El Ministerio [de] Ambiente, Vivien-
da y Desarrollo Territorial reglamentó 
las medidas posteriores a la aprehensión, 
restitución o decomiso de especímenes de 
fauna silvestre a través de la Resolución 
2064 de 2010. 

(…) La Sala concluye que la autoridad 
ambiental podrá destruir o incinerar los 
especímenes de fauna silvestre por re-
presentar riesgo para la salud, cuando se 
encuentren en estado de descomposición 
o amenacen en forma grave al medio am-
biente, que hayan sido objeto de las san-
ciones previstas, esto es, el decomiso o 
aprehensión temporal».

Decisión
Declaró competente a la Corporación 
para el Desarrollo Sostenible del Norte y 
el Oriente Amazónico para la disposición 
final de fauna silvestre cuniculis paca en el 
departamento del Vaupés.
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LITIGIO ESTRATÉGICO EN 
DERECHOS MEDIOAMBIENTALES 
- DEFENSORÍA DEL PUEBLO
La preocupación por el ambiente en la 
agenda global, representada en la progresi-
va escasez de recursos naturales y la amena-
zadora pérdida de biodiversidad, aunado al 
cambio climático y la contaminación am-
biental (aire, tierra, agua), ha generado en 
los últimos años un intenso vínculo entre 
las condiciones ambientales y el bienestar 
humano, eje central para las acciones lega-
les encaminadas a la lucha por el reconoci-
miento universal del derecho a un medio 
ambiente saludable.

En el caso colombiano, en busca de la pro-
tección de la naturaleza, la Constitución 
Política de 1991 hizo énfasis en reconocer 
el derecho de todas las personas a gozar de 
un ambiente sano, en concordancia con la 
Declaración de Estocolmo sobre el Medio 
Ambiente, el Protocolo de San Salvador o 
Protocolo Adicional a la Convención Ame-
ricana en materia de derechos económicos, 
sociales y culturales, y el más reciente, el 
Acuerdo Regional sobre el Acceso a la In-
formación, la Participación Pública y el Ac-
ceso a la Justicia en Asuntos Ambientales 
en América Latina y el Caribe (Acuerdo de 
Escazú, 2018). 

Siendo el medio ambiente un patrimonio 
de las generaciones futuras, la Constitución 
Política establece en varios de sus artículos 
la garantía de su protección, al respecto: i) 
el artículo 79, señala que «todas las perso-
nas tienen derecho a gozar de un ambiente 

sano. La ley garantizará la participación de 
la comunidad en las decisiones que puedan 
afectarlo. Es deber del Estado proteger la 
diversidad e integridad del ambiente, con-
servar las áreas de especial importancia eco-
lógica y fomentar la educación para el logro 
de estos fines», ii) el artículo 80, por su par-
te, menciona que «El Estado planificará el 
manejo y aprovechamiento de los recursos 
naturales, para garantizar su desarrollo sos-
tenible, su conservación, restauración o 
sustitución», y iii) el artículo 95, numeral 
8, menciona que, dentro de los deberes de 
la persona y del ciudadano, está el de «pro-
teger los recursos culturales y naturales del 
país y velar por la conservación de un am-
biente sano» (Const., 1991).

De la lectura de lo dispuesto en la norma 
superior, se evidencia la interrelación que 
existe entre los seres humanos y la natura-
leza. Por esa razón, la Constitución Política 
resalta como uno de los deberes del Estado 
la protección, conservación y divulgación 
de los aspectos ambientales. 

Para materializar el mandato superior de 
protección al medio ambiente, la Constitu-
yente del 91 crea la figura del Defensor del 
Pueblo, que tiene como propósito la pro-
tección, defensa, promoción, divulgación y 
ejercicio de los derechos humanos.

En los artículos 281 y 282 de la Cons-
titución se establecieron las caracterís-
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ticas, facultades y funcionamiento de la 
Defensoría del Pueblo, como proyección 
y desarrollo de la concepción del Estado 
social de derecho.

Con los múltiples conflictos ambientales 
que se van desarrollando en la actualidad 
por diversas causas, entre ellas, aumento de 
las industrias, talas de bosques, uso masivo 
de medios de transporte, minería ilegal, so-
breexplotación de los recursos naturales, 
disminución de las fuentes hídricas, se ve la 
necesidad de contar con mecanismos institu-
cionales para acudir a la jurisdicción. Tal es el 
caso de la Defensoría del Pueblo que tiene la 
facultad de incoar acciones constitucionales 
de diferente índole y en distintas áreas. 

En ese orden de ideas, este capítulo se cen-
trará en evidenciar la acción de la Defen-
soría del Pueblo en la protección de patri-
monios ecológicos existentes en el país, 
mediante la aplicación del litigio estratégico 
en materia ambiental. 

Para el desarrollo del objetivo de este capí-
tulo, se partirá de una breve referencia al 
litigio estratégico en sentido general y al 
Acuerdo de Escazú, por la importancia e 
impacto que tiene en el ámbito colombia-
no, y finalmente se hará referencia a algunos 
casos de éxito en instancia jurisdiccional 
promovidos por la Defensoría del Pueblo. 

LITIGIO ESTRATÉGICO 
Conforme a la conceptualización desarro-
llada por la Defensoría del Pueblo en la car-
tilla denominada El litigio estratégico defen-
sorial como mecanismo para salvaguardar 
el patrimonio ecológico de la nación, el litigio 
estratégico consiste en la capacidad de selec-
cionar un caso de alto impacto que afecte 
a un conglomerado social o colectividad y 
sea susceptible de llevarse a la justicia, con 
el objetivo de lograr una sentencia, cuyo 
sustento sirva de insumo para alcanzar cam-
bios en el marco normativo y en el compor-
tamiento de la población. 

El impacto del litigio estratégico en las leyes 
y en las prácticas sociales ha permitido que 
se generen directrices destinadas a todas las 
ramas del poder público en procura de efec-
tivizar la defensa de los derechos humanos 
en todas sus dimensiones.

La efectividad de estas directrices desti-
nadas a promover, proteger y permitir la 
realización de los derechos, responde a 
que el litigio estratégico implica la iden-
tif icación de profundas problemáticas 
sociales, que generalmente afectan a un 
numeroso conglomerado social, para 
posteriormente utilizar el derecho como 
una herramienta que provea soluciones 
desde la judicatura, la rama ejecutiva en 
todos sus niveles y el órgano legislativo, 
generando un benef icio preventivo, co-
rrectivo e incluso resarcitorio. 

En ese entendido, se puede mencionar que, 
el litigio estratégico centra la defensa de un 
derecho en la inclusión de varias estrategias 
de impacto comunicativo, pedagógico y de 
incidencia social, que más adelante se ex-
pondrán en este capítulo.
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Martha Villarreal, en su ensayo “El litigio 
estratégico como herramienta del Derecho 
de interés público”, acota que el litigio es-
tratégico «tiene además la peculiaridad de 
no limitar su campo de acción a las batallas 
en la aplicación de la ley. Se extiende para 
buscar cambios estructurales, ya sea por 
reformas legales o por modificaciones de 
prácticas» (p. 19).

Así mismo, la referida catedrática en el De-
partamento de Derecho del Instituto Tec-
nológico Autónomo de México (ITAM), 
promotora del litigio estratégico a nivel in-
ternacional, describe en su ensayo algunos 
posibles momentos de intervención litigio-
sa de los que, por su importancia académi-
ca, se presentan a continuación apartes:

1. Cuando las buenas leyes son letra muer-
ta. Cuando el sistema jurídico contiene 
normas o derechos que consideramos bue-
nos para el interés público pero que desa-
fortunadamente no son practicados, en la 
vida diaria se actúa como si no existiera el 
derecho o, lo que es peor, en contra del mis-
mo derecho. (...)

2. Cuando la aplicación del derecho ya sea 
por parte de las autoridades o incluso por los 
propios tribunales es incierta, impredecible, 
cuando es imposible conocer con certeza la 
forma de aplicación. El litigio estratégico 
buscará elevar el grado de seguridad jurídi-
ca, eliminar la arbitrariedad y establecer o 
fijar criterios de interpretación que además 
de hacer previsible la respuesta, sean lo más 
favorables al interés público. (...)

3. Restricciones legales para el ejercicio de 
los derechos humanos. Cuando las limita-

ciones al derecho están estructuralmente 
inmersas en este mismo, cuando la fuente 
de las violaciones a los derechos humanos 
es la propia ley, ahí también se genera espa-
cio para el actuar del litigio estratégico. Por 
más extraño que pueda parecer, el derecho 
es dúctil y quien mejor artesano para mol-
dearlo que el propio abogado, el profesio-
nal del derecho, que le conoce y anticipa 
las implicaciones que para todo el sistema 
genera una falla en el mismo. (...)

4. Existencia de estándares o referentes 
internacionales que pudieran determinar 
o influenciar el actuar del Estado. Una 
de las características del litigio estratégi-
co de los derechos humanos o del interés 
público es precisamente su constante re-
ferencia al derecho internacional. Apo-
yarse en éste con dos báculos principales: 
el primero, porque es bien sabido que los 
Estados, en particular el nuestro, son sus-
ceptibles a la presión derivada de las obli-
gaciones que en el ámbito internacional 
han contraído; porque se han compro-
metido y obligado a garantizar en su terri-
torio la vigencia de derechos que son de 
interés público; estudiar la interpretación 
de los estándares nacionales tanto por los 
gobiernos como por los tribunales para 
detectar en qué grado, si fuera el caso, 
cumplen con los estándares nacionales e 
internacionales, y evaluar la posibilidad 
no sólo de evidenciarlo sino de combatir 
la disparidad con litigio estratégico nacio-
nal o internacional. (...)

5. Para poner a prueba el derecho. Suele 
decirse que en un litigio común el abogado 
está programado para ganar el caso de su 
cliente y que su éxito depende básicamente 
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de si la sentencia le reconoce o no la razón. 
En cambio, un litigante estratégico puede 
reconocer su éxito en una sentencia que no 
le concede la razón.

A manera de complemento César Duque114, 
en el ensayo denominado “¿Por qué un liti-
gio estratégico en derechos humanos?”, pu-
blicación incluida en la revista Aportes An-
dinos (2014), divulgada por la Universidad 
Andina Simón Bolívar (Ecuador), desarrolla 
un acápite titulado “Condiciones a tomarse 
en cuenta al momento de tomarse una vía ju-
dicial”, que a nuestro juicio integra todas las 
variables que se deben contemplar, cuando 
de ejercer litigio estratégico se trata.

Duque (2014), señala que toda disputa es-
tratégica es mucho más que un simple caso 
judicial, por lo que es necesario evaluar los 
múltiples aspectos que están presentes o 
que eventualmente pueden aparecer y que 
pueden afectar su éxito de una forma u otra, 
realizando al menos un estudio previo de 
factibilidad que tenga en cuenta:

i) Que el interés público sea claro en el caso; 

ii) Que sea paradigmático; 

iii) Que el caso demuestre defectos estruc-
turales del marco jurídico, para promover 
cambios estructurales mediante el litigio; 

iv) Que sea factible el uso de instrumen-
tos internacionales, ello es fundamental si 
pensamos que eventualmente el caso puede 
presentarse a nivel internacional; 

114 Doctor en Jurisprudencia por la Universidad Central del Ecuador, Máster en Derechos 
Humanos y Estado de Derecho por la Universidad de Alcalá de España y Asesor Jurídico de 
la Comisión Ecuménica de Derechos Humanos.

v) Si el órgano judicial tiene alguna postu-
ra respecto al tema que se debatirá en la ac-
ción; 

vi) Qué tipo de repercusiones generará la 
pérdida o ganancia del caso; 

vii) Capacidad de la organización, es decir 
cómo afectará al caso su trayectoria, su ca-
pacidad para litigar e incluso su reconoci-
miento legal. (...)

viii) El tipo de recurso a utilizarse, a saber: 
i) en el ámbito nacional un recurso judi-
cial o uno administrativo, es decir se habrá 
analizado la existencia de recursos procesa-
les idóneos que son frecuentemente utili-
zados o vías procesales inexploradas con la 
intención de abrir caminos efectivos para 
la protección de derechos; y; ii) en el ám-
bito internacional, la elección entre el Sis-
tema Interamericano de protección o ante 
el Sistema de la Naciones Unidas. Para ello 
claro está, previamente se habrán agotado 
los recursos internos adecuados para solu-
cionar la situación; 

ix) Cómo se obtendrán los objetivos al eje-
cutarse la sentencia. Es decir, de qué mane-
ra la ejecución de la sentencia dará respuesta 
a la situación que se intenta resolver. Aquí 
no importa la apertura de la acción o la le-
gitimación para interponerla, sino las reglas 
de ejecución que la sentencia f ije (efecto 
inmediato, mediato, a largo plazo, etc.). (...)

x) La interacción que el litigio generará en-
tre demandantes, víctimas, abogados y Es-
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tado (Función Judicial, Ejecutiva y Legis-
lativa especialmente). Ello por cuanto un 
litigio estratégico genera diversas relaciones 
entre los actores involucrados que nos per-
mitirá visibilizar el alcance de los objetivos 
propuestos para solucionar la situación 
demandada, ya que el hecho se visibiliza y 
puede permitir que haya debate público de 
ciertos temas, y son elementos a tomarse en 
cuenta al momento de pensar en la eficacia 
de la acción que se pretende instaurar. 

xi) Otro punto a considerar es que en el 
ámbito doméstico no habrá solución y será 
necesario acudir a una vía internacional y 
por ende considerar previamente los argu-
mentos que se utilizarían, que serán distin-
tos a los utilizados en el ámbito doméstico 
y analizar el escenario de iniciar un diálogo 
con el Estado dentro de un proceso de solu-
ción amistosa, o el escenario de cómo hacer 
cumplir una eventual sentencia de la Corte 
Interamericana. 

xii) Como pregunta, ¿aquellos que tienen 
interés en el asunto estarán dispuestos a 
trabajar juntos y se logrará sumar a aquellos 
que tienen poco interés? 

xiii) No menos importante es analizar las 
fortalezas y debilidades de la parte contra-
ria, quienes le apoyan, que estrategias o 
pruebas puede utilizar; 

xiv) ¿Será difícil probar el caso? ¿Qué costos 
implicará el desarrollo del proceso judicial? 
¿La teoría jurídica es de fácil explicación? 
preguntas que ameritan una respuesta; 

xv) Ante una derrota, es necesario evaluar si 
los beneficios políticos obtenidos superan 
la carga que deberán sobrellevar los involu-
crados directos en el caso; y, xvi) Finalmen-
te, no hay que perder de vista que un litigio 
estratégico está íntimamente vinculado con 
procesos simultáneos. 

Es decir, el litigio permite: i) el fortaleci-
miento de actores sociales involucrados al 
permitirse su participación en el diseño de 
la propuesta legal; ii) la articulación de otras 
estrategias (acciones de protesta pública y 
de divulgación, alianzas con otros actores, 
acciones educomunicacionales para que la 
ciudadanía se informe de derechos, entre 
varias otras) que serán importantes para 
presionar y por ende considerar la eficacia 
del litigio.

En conclusión, la importancia de este me-
canismo radica en que, mediante la obten-
ción de decisiones judiciales, es posible 
modificar estructuras, conductas, políti-
cas, normas y procedimientos, para cons-
truir tejido social en positivo; traspasa la 
satisfacción de una expectativa en cuanto a 
la reparación material, pues crea una opor-
tunidad para confluir en el debate de pro-
tección a los derechos humanos, al tiempo 
que genera seguridad jurídica en la aplica-
ción de la ley y los criterios de interpreta-
ción de los ordenamientos jurídicos se ven 
dotados de mayor ecuanimidad, buscando 
como objetivo general lograr mejores con-
diciones de vida para las personas más vul-
nerables de un territorio. 
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LITIGIO ESTRATÉGICO EN 
MATERIA AMBIENTAL 
Del “género” del litigio estratégico, el cual 
aborda diversas temáticas en lo que a la de-
fensa de los derechos humanos se refiere, 
se deriva la “especie” que es el denominado 
“litigio estratégico en materia ambiental” 
o “litigio climático”, que surge en diferen-
tes partes del mundo a partir del ejercicio 
de varias acciones constitucionales ante 
los distintos estrados judiciales nacionales 
e internacionales; con la finalidad de resol-
ver conflictos que tienen como denomi-
nador común la vulneración de derechos 
humanos y derechos e intereses colectivos, 
la existencia marcada de desigualdades 
sociales y, fundamentalmente, complejos 
desafíos ecológicos. 

Este tipo de representación ante diferentes 
tribunales y cortes del mundo es relativa-
mente nuevo, en comparación con otros 
litigios existentes, pues se cuestionan dis-
posiciones constitucionales en donde todas 
las ramas del poder público, e incluso los ór-
ganos de control, se encuentran involucra-
das, dado que el tema ambiental se presenta 
como una causa superior de interés general. 

Los actores institucionales, las organiza-
ciones de todo tipo y la sociedad civil en 
general son quienes llevan adelante estos 
reclamos ante el poder judicial, para que 
sus integrantes tengan en sus decisiones la 
posibilidad de equilibrar esferas como la 
económica, social y ambiental, con guía de 
los principios y valores que inspiran sus res-
pectivas constituciones. 

Dichos actores acuden al poder judicial 

porque el derecho positivo es una guía para 
moldear las conductas sociales y, por lo tan-
to, su papel en las cuestiones ambientales 
es de mayor relevancia, dado que la pro-
tección medioambiental es una tarea que 
implica responsabilidad común enfocada 
en la creación de un marco de desarrollo 
sostenible, accesible en su tutela efectiva y 
reclamación.

Cabe resaltar que el “litigio climático” nece-
sita de otras disciplinas, como la sociología, 
antropología, ciencia política, ingeniería 
ambiental, economía y las comunicacio-
nes, entre otras, así como de la colectividad 
representada en organizaciones, comuni-
dades y la sociedad civil en general, con el 
propósito de que las partes apropien el con-
cepto de la responsabilidad ambiental y se 
comprometan a adoptar medidas concretas 
u obligaciones para el cumplimiento de le-
yes existentes, la ampliación de su alcance 
y/o la creación de otras normas, así como el 
reconocimiento de nuevos ordenamientos 
a nivel global. 

Por consiguiente, los litigios estratégicos en 
materia medio ambiental no terminan con 
el fallo de los honorables jueces y magistra-
dos de las diferentes corporaciones judicia-
les, pues ciertamente, estos requieren de un 
seguimiento para reforzar y fortalecer las 
instituciones encargadas de proteger estos 
derechos colectivos, lo cual repercutirá en 
un futuro no muy lejano en la educación 
jurídica y concepción de políticas destina-
das a disminuir el impacto de las acciones 
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humanas en el cambio climático, la pérdida 
de biodiversidad y la contaminación.

Los profesores Luis Felipe Guzmán Jimé-
nez115, Mauricio Madrigal Pérez116 y Diana 
Quevedo Niño117, en su trabajo denomi-
nado Litigio estratégico y justicia climáti-
ca. Una mirada a la realidad de los estra-
dos y las decisiones judiciales en el mundo, 
exaltan el papel activo que ahora tiene el 
órgano jurisdiccional como protector del 
medio ambiente: 

(...) La justicia climática implica reconocer 
la relevancia de la participación inclusiva en 
la manera en que se aborda esta problemáti-
ca, y una de las modalidades en que se pue-
de garantizar la participación es el acceso a la 
justicia, pues en el escenario judicial los ciu-
dadanos tienen la posibilidad de manifestar 
su inconformidad frente a las acciones u 
omisiones del Estado en materia climática 
y, a través del litigio estratégico, buscar: 1. El 
fortalecimiento de los marcos normativos 
desde los derechos humanos, con especial 
énfasis en los grupos en situación de vulne-
rabilidad y en la transversalización jurídica 
del cambio climático, y 2. La consolidación 
de sistemas de gestión del cambio climático 
de manera alineada con rutas o estrategias 

115 Docente - investigador del Grupo de Investigación en Derecho del medio ambiente de 
la Universidad Externado de Colombia. Doctor en derecho de la Universidad Carlos III de 
Madrid, magíster en Derecho con énfasis en Derecho de los recursos naturales y abogado 
de la Universidad Externado de Colombia. 

116 Director de la Clínica Jurídica de Medio Ambiente y Salud Pública de la Universidad de los 
Andes. Abogado, magister en derecho y estudiante de doctorado en Derecho Humanos 
(CELEAM).

117 Asistente de investigación del Departamento de Derecho del Medio Ambiente de la Uni-
versidad Externado de Colombia. Abogada y candidata a magister en Derecho del Estado 
con énfasis en Derecho de los Recursos Naturales de la misma universidad.

de transiciones socioecológicas, los Objeti-
vos de Desarrollo Sostenible (ODS) y, por 
supuesto, el logro efectivo, incluyente y jus-
to de los objetivos de la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre Cambio Cli-
mático y el Acuerdo de París. 

El acceso a la justicia climática presenta di-
versos obstáculos relacionados con aspectos 
procedimentales como; la legitimación en 
la causa por activa al tratarse en su mayoría 
de pretensiones que buscan la protección 
de los derechos de la colectividad o por la 
dificultad de identificar el perjuicio grave 
que sufre y sufrirá el demandante; dificulta-
des probatorias en razón de la especialidad 
científica que implica la comprensión del 
cambio climático; vacíos legales frente al 
papel del derecho internacional del cambio 
climático en el ordenamiento jurídico in-
terno de los países; inconsistencias sustanti-
vas vinculadas con los derechos humanos y 
el reconocimiento integral de los grupos en 
situación de vulnerabilidad, y en especial, 
cuestionamientos sobre la fuente legal de 
las obligaciones que se pretende exigir a los 
Estados o empresas privadas. 

Frente a estos obstáculos, el litigio estratégi-
co utiliza las herramientas establecidas en el 



240

DEFENSORÍA DEL PUEBLO

ordenamiento jurídico interno de cada país 
para lograr avanzar en los cambios necesarios 
para enfrentar el cambio climático. En este 
sentido, el litigio en materia climática busca 
garantizar el acceso a la justicia haciendo uso 
del marco normativo de los derechos huma-
nos y/o promover cambios estructurales en 
la política encaminados a obtener decisiones 
que se ajustan al marco jurídico internacio-
nal; y en cualquier caso, los resultados son 
tanto preventivos como correctivos, es decir, 
una decisión judicial en materia climática 
busca corregir las acciones u omisiones que 
van en contravía de los postulados del cam-
bio climático, lo que conlleva el impulso de 
medidas que generan beneficios para mitigar 
y adaptar al país frente a los futuros impactos 
y de esta forma desarrollar las necesarias tran-
siciones socioecológicas. 

Además de lo anterior, el litigio climático 
tiene un efecto directo en la educación so-
bre el cambio climático y puede influenciar 
a la opinión pública en torno a esta pro-
blemática, lo que aumenta la capacidad 
de participación de la ciudadanía y puede 
desencadenar mayores presiones sobre el 
gobierno para que adopte acciones a nivel 
local e internacional, esto al promover el de-
bate público sobre las actividades que aquel 
debería o no realizar para dar respuesta al 
cambio climático, y sobre la medida en que 
sería responsable por su participación en la 
producción de gases de efecto invernadero, 
así como sobre los derechos y responsabili-
dades de los gobiernos y las empresas.

De otro lado, el litigio climático pretende 
que el juez tenga un papel activo en la demo-
cracia, por cuanto su actividad deberá verifi-
car que en las decisiones políticas adoptadas 

en el marco de la lucha contra el cambio cli-
mático se incluyan medidas y acciones nece-
sarias para respetar y garantizar los derechos 
humanos; y, en caso de no ser así, la decisión 
judicial impactará la forma en que el ejecuti-
vo desarrolla sus funciones relacionadas con 
la política climática del país. Burgers afirma 
que este ejercicio refleja la constitucionali-
zación del medio ambiente, puesto que el 
cambio climático ha pasado del escenario 
de debate político al judicial; así las cosas, 
la protección de la naturaleza es ahora una 
cuestión de importancia constitucional que 
legitima a los jueces a ordenar la adopción de 
acciones en materia climática.

Una de las principales estrategias en 
el litigio climático consiste en realizar 
una interpretación evolutiva de las 
disposiciones convencionales y cons-
titucionales en materia de derechos 
humanos; es decir que se busca inter-
pretar las obligaciones de protección 
y garantía de los derechos humanos 
a partir de los impactos que el cam-
bio climático genera en el disfrute y 
goce de los mismos. Para ello, se tiene 
en cuenta el soporte científico que de-
muestra que los derechos humanos se 
verán vulnerados por los efectos del 
cambio climático en un futuro, fren-
te a lo cual el derecho de los derechos 
humanos obliga a los Estados a adop-
tar medidas para evitar que se causen 
perjuicios graves e irremediables a los 
derechos de los ciudadanos, lo que im-
plica adoptar acciones de mitigación y 
adaptación, atendiendo especialmen-
te a los grupos en situación de vulnera-
bilidad. (Negritas fuera de texto). 
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ACUERDO DE ESCAZÚ - ACCESO A LA 
JUSTICIA EN MATERIA AMBIENTAL 
De especial interés en este análisis resulta 
el Acuerdo de Escazú, por la importancia 
regional de este tratado multilateral en ma-
teria ambiental, el cual hoy en día ya hace 
parte de la legislación interna colombiana.

El “Acuerdo regional sobre el acceso a la 
información, la participación pública y el 
acceso a la justicia en asuntos ambientales 
en América Latina y el Caribe”, adoptado 
en la ciudad de Escazú, Costa Rica, el 4 de 
marzo de 2018, en su artículo 1 dispuso 
como objetivo:

(...) garantizar la implementación plena y 
efectiva en América Latina y el Caribe de 
los derechos de acceso a la información am-
biental, participación pública en los pro-
cesos de toma de decisiones ambientales y 
acceso a la justicia en asuntos ambientales, 
así como la creación y el fortalecimiento de 
las capacidades y la cooperación, contribu-
yendo a la protección del derecho de cada 
persona, de las generaciones presentes y fu-
turas, a vivir en un medio ambiente sano y 
al desarrollo sostenible.

A la fecha, diferentes países han suscrito 
el Acuerdo, dentro de los cuales podemos 
destacar Argentina, Bolivia, Brasil, Costa 
Rica, Ecuador, México, Paraguay, Perú, 
Colombia, entre otros, los cuales al hacer 
parte del acuerdo adquieren una serie de 
obligaciones, contempladas en el artículo 
10 del Acuerdo y centradas en las medi-
das que deben tomar las partes para hacer 
efectivo su compromiso de protección al 
medio ambiente. 

El Acuerdo de Escazú incluye en el artícu-
lo 8 un acápite de especial relevancia para 
la información preliminar que se pretende 
desarrollar en este trabajo. Dicho artículo 
desarrolla lo concerniente a la obligación de 
las partes para garantizar el acceso a la justi-
cia en asuntos ambientales. 

Brañes Ballesteros (2000), en el simposio 
“El acceso a la justicia ambiental en Amé-
rica Latina: Derecho Ambiental y Desa-
rrollo Sostenible”, destaca el derecho de 
acceso a la justicia ambiental como «la po-
sibilidad de obtener la solución expedita 
y completa por las autoridades judiciales 
de un conflicto jurídico de naturaleza am-
biental, lo que supone todas las personas 
están en igualdad de condiciones para ac-
ceder a la justicia y para obtener resultados 
individual o socialmente justos».

Para el caso colombiano, mediante la Ley 
2273 de 2022 se aprueba el “Acuerdo regio-
nal sobre el acceso a la información, la par-
ticipación pública y el acceso a la justicia en 
asuntos ambientales en América Latina y el 
Caribe”, el cual en consideración del artícu-
lo 241, numeral 10, de la Constitución Po-
lítica, actualmente se encuentra en estudio 
por parte de la Corte Constitucional.

La Guardiana de la Constitución programó 
la Audiencia Pública el pasado 26 de abril 
del 2024, convocando mediante Auto 545 
del 13 de marzo de 2024 a diferentes voce-
ros del empresariado, el Congreso de la Re-
pública, la academia y organizaciones socia-
les y ambientales.
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En la citada providencia la Corte discurrió así:

(...) Eje temático. Aproximaciones a la rela-
ción del Acuerdo de Escazú con el principio 
de seguridad jurídica y el principio de sobe-
ranía nacional

19. Este eje se centra en la presunta afec-
tación que supone el Acuerdo de Escazú 
para la soberanía nacional y la seguridad 
jurídica. Mientras algunos estiman que el 
Acuerdo de Escazú no se contrapone con 
los principios de seguridad jurídica y sobe-
ranía nacional, otros consideran lo contra-
rio. Quienes sustentan lo primero, señalan 
que el instrumento internacional no limita 
o desconoce derechos adquiridos, pues así 
se advierte expresamente de su contenido; 
tampoco faculta a ningún organismo inter-
nacional para intervenir en las decisiones 
relacionadas con el medio ambiente que se 
adopten a nivel interno y, mucho menos, 
establece un foro internacional particular 
para dirimir las controversias que surjan en-
tre los Estados Parte con ocasión del Acuer-
do de Escazú; en adición, el instrumento 
internacional señala que la soberanía nacio-
nal es uno de los principios que guiará su 
implementación. En cambio, quienes argu-
mentan lo segundo afirman que el Acuerdo 
de Escazú, al permitir la reexaminación y 
revisión de proyectos, actividades y proce-
sos que tengan incidencia en el medio am-
biente, afecta la seguridad jurídica de los 
ejecutores de proyectos que han obtenido 
las autorizaciones ambientales respectivas; 
además, permite que organismos interna-
cionales se pronuncien sobre decisiones 
internas del país, lo cual denota una inter-
vención externa en asuntos nacionales; con 
todo, se omite que la legislación interna ya 

regula varias materias que trae el Acuerdo 
de Escazú, por lo que podría darse una “hi-
pertrofia normativa”.

20. La Sala Plena advierte que esta diver-
gencia de perspectivas radica, entre otros, 
en torno del carácter vinculante y de apli-
cación inmediata de las medidas previstas 
en el Acuerdo. En particular, de las obli-
gaciones señaladas en el artículo 7. La 
Corte observa que dicho artículo recono-
ce a la ciudadanía en general el derecho a 
la consulta de las decisiones que generen 
impacto en materia ambiental. Así, señala 
que la adopción de decisiones en materia 
ambiental tomará debidamente en cuenta 
el resultado del proceso de participación. 
En igual medida, se prevé el deber de ga-
rantizar mecanismos de participación en 
los procesos de tomas de decisiones, revi-
siones, reexaminaciones o actualizaciones 
relativos a proyectos y actividades que 
tengan o puedan tener un impacto signifi-
cativo sobre el medio ambiente. Dicha ga-
rantía, además, se extiende a los procesos 
de autorizaciones ambientales en el marco 
de proyectos y actividades con las conno-
taciones previamente referidas.

21. El citado artículo 7 prevé, además, que 
cada parte alentará el establecimiento de es-
pacios apropiados de consulta en asuntos 
ambientales o el uso de los ya existentes en 
los que puedan participar distintos grupos 
y sectores, e interactúen diferentes visiones 
y saberes cuando corresponda. En adición, 
al señalar la información que se debe hacer 
pública para adelantar la participación en 
materia ambiental, el Acuerdo prevé unos 
mínimos que inciden de forma directa en 
las condiciones de participación exigibles 
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por las comunidades afectadas con la adop-
ción de decisiones ambientales.

22. En ese contexto, resulta pertinente ge-
nerar un espacio en el que estas posiciones 
puedan dialogar, de modo que la Corte 
pueda contar con mayores insumos y ele-
mentos de juicio. En concreto, se busca pro-
fundizar en las perspectivas que existen para 
defender o cuestionar la constitucionalidad 
del Acuerdo de Escazú y su ley aprobatoria, 
en punto a los temas relacionados con los 
principios de seguridad jurídica y sobera-
nía nacional. Es importante recopilar dicha 
información, máxime si se considera que la 
disparidad de criterios en este punto puede 
incidir en otras facetas relevantes para el 
control de constitucionalidad del presen-
te asunto como, por ejemplo, si el trámite 
aprobatorio del instrumento internacional 
debía someterse a consulta previa obliga-
toria o si el Acuerdo de Escazú introduce 
cambios estructurales al núcleo de algún 
derecho fundamental o, incluso, el carácter 
vinculante y de aplicación inmediata de las 
medidas previstas en el Acuerdo.

En el desarrollo de la audiencia programa-
da por la Alta Corporación, se escucharon 
voces a favor y en contra del Acuerdo de 
Escazú, en un álgido pero enriquecedor de-
bate, que, desde nuestra perspectiva, contri-
buirá a que se adopte la mejor decisión para 
beneficio del país. 

Estamos al pendiente de la decisión defini-
tiva que le corresponde realizar a la Corte 
Constitucional por mandato del artículo 
241-10 de la Constitución Política, respecto 
de la exequibilidad de la Ley 2273 de 2022, 
que adoptó el “Acuerdo Regional sobre el 
Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe”. 

Para finalizar este apartado, es relevante resal-
tar que la Defensoría del Pueblo, en sentido 
general, se matricula en las posiciones que 
defienden que el derecho de acceso a la justi-
cia ambiental es una de las piedras angulares 
del Estado social de derecho y, por lo tanto, le 
corresponde materializar dicho derecho, con 
especial interés, en favor de grupos poblacio-
nales en estado de indefensión.
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LITIGIO ESTRATÉGICO DE LA 
DEFENSORÍA DEL PUEBLO 

118 Resolución 638 de 2008, artículo 9. «Coordinación del Litigio Defensorial. La Dirección 
Nacional de Recursos y Acciones Judiciales tiene la función de coordinar a nivel nacional el 
litigio defensorial, en los términos establecidos en la ley y en la presente resolución. Para tal 
efecto, desarrollará las siguientes actividades:
1. Llevar una relación de las acciones, intervenciones y recursos promovidos por la Defen-
soría del Pueblo.
2. Ejercer control de la gestión adelantada por las Defensorías Regionales y Seccionales, 
sobre los resultados de las acciones judiciales, recursos e intervenciones promovidos por 
la Defensoría del Pueblo y velar porque se dé estricto cumplimiento a esta resolución.
3. Coordinar la delegación, asistencia, asesoría y ejercicio del litigio defensorial de los De-
fensores Regionales, Seccionales, Personeros Municipales y Defensores Públicos según sea 
el caso, en relación con el recurso de hábeas corpus, mecanismo de búsqueda urgente, las 
acciones de tutela, de cumplimiento, de nulidad e inconstitucional, populares y de grupo y 
la asistencia a audiencias y diligencias judiciales.
4. Dirimir los conflictos de competencia que se presenten entre las Defensorías Regionales 
y Seccionales, en materias propias de la delegación prevista en esta resolución.
5. Organizar el Registro Público Centralizado de las Acciones Populares y de Grupo que se 
interpongan en el país, conforme a lo previsto en el artículo 80 de la Ley 472 de 1998».

Atendiendo a que los derechos ambienta-
les son de tal importancia para el goce de 
las demás prerrogativas de los seres vivos, la 
Constitución Política de Colombia, en el 
numeral 5 del artículo 282, facultó al De-
fensor del Pueblo para «interponer accio-
nes populares en asuntos relacionados con 
su competencia», acción popular que la 
normatividad regula como el medio judicial 
adecuado para la protección de derechos e 
intereses colectivos, entre los cuales se en-
cuentra el derecho al medio ambiente sano. 

De igual manera, la Ley 472 de 1998, dispone 
que el Defensor del Pueblo podrá interponer 
acciones populares y de grupo, estipulando en 
cinco de sus artículos la legitimación, la pre-
sentación, el amparo de pobreza y la coadyu-
vancia (artículos 13, 17,19, 24 y 48).

La Defensoría del Pueblo, dentro de su or-
ganización institucional, regulada por el 
Decreto 025 de 2014, cuenta con una de-
pendencia que lidera el litigio defensorial, 
la cual se denomina Dirección Nacional de 
Recursos y Acciones Judiciales, que tiene 
como funciones coordinar el litigio defen-
sorial118, impartir los lineamientos para in-
terponer, coadyuvar y hacer seguimiento a 
estas actuaciones en instancias judiciales. 

El litigio defensorial anteriormente señala-
do está definido en la Resolución Interna 
638 de 2008, expedida por el Defensor del 
Pueblo, que en su artículo 1 establece que 
«el litigio defensorial es el ejercicio de los 
mecanismos e instrumentos constitucio-
nales y legales en procura de la solución de 
todos aquellos conflictos y reivindicaciones 
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sociales que amenacen o vulneren los dere-
chos humanos, susceptibles de ser resueltos 
a través de un proceso judicial». 

Por otro lado, cabe resaltar que la Defen-
soría del Pueblo lidera en el país el em-
poderamiento jurídico, que tiene como 
f inalidad avanzar en la construcción de 
una sociedad democrática, con justicia 
ambiental y la garantía del derecho indivi-
dual y colectivo a un ambiente sano, colo-
cando al alcance del ciudadano común las 
acciones judiciales y constitucionales que 
existen para ese propósito. 

La Ley 941 de 2005, en su artículo 13, defi-
nió la Defensoría Pública así:

(…) es un servicio público que organiza, di-
rige y controla el Defensor del Pueblo, en 
favor de las personas que lo requieren para 
asumir su asistencia y representación judi-
cial y garantizar el pleno e igual acceso a la 
administración de justicia (…).

En ese entendido, la Defensoría Pública 
tiene como finalidad la garantía de los dere-
chos humanos de los colombianos residen-
tes en el país o de los colombianos residentes 
en el exterior. Dicha función se desarrolla 
teniendo en cuenta el ejercicio individual 
de los defensores públicos119 presentes en 
cada una de las 42 regionales de la Defen-
soría del Pueblo, a quienes atañe la labor de 
promoción y difusión del conocimiento 
de la Constitución Política de Colombia, 
especialmente los derechos fundamentales, 
sociales, económicos, culturales, colectivos 
y del medio ambiente; la atención de las pe-

119 Programa Público - Privado de la Defensoría del Pueblo.

ticiones de la población y la abogacía para la 
solución del objeto de las mismas; la media-
ción en las peticiones colectivas formuladas 
por organizaciones cívicas o populares de la 
región; la generación de alertas y el traslado 
a las autoridades competentes para la even-
tual apertura de investigaciones sobre pre-
suntas violaciones de derechos humanos 
e inobservancia del derecho internacional 
humanitario, entre otras. 

Por otro lado, la finalidad de garantía de los 
derechos humanos de la Defensoría Públi-
ca cuenta con una regulación contenida en 
el artículo 17 del Decreto Ley 025 de 2014, 
en la que se especifica las funciones de la 
dependencia de Dirección Nacional de De-
fensoría Pública, encaminadas a garantizar 
la eficacia del servicio ofrecido por el Siste-
ma Nacional de Defensoría Pública.

Dentro del Plan Estratégico Institucional 
de la Defensoría del Pueblo 2021-2024 
“Nos Unen Tus Derechos”, se propuso ar-
ticular en contextos internos y externos de 
manera integral la prevención, promoción, 
protección, defensa y divulgación de los de-
rechos humanos, ejerciendo proactivamen-
te la vocería en estas actividades.

En específico, remitiéndonos al tema medio 
ambiental, se planteó dentro del periodo 
institucional buscar respuestas de las admi-
nistraciones públicas y privadas a los cam-
bios demográficos y medio ambientales que 
afectasen las zonas rurales y urbanas para un 
adecuado entendimiento, contextualiza-
ción y regulación. 
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En desarrollo de lo anterior, en el marco de 
su plan de trabajo, la entidad se propuso 
abrir las puertas de la Defensoría, atendien-
do, orientando y asesorando a la comuni-
dad en el ejercicio de sus derechos.

La Defensoría del Pueblo es hoy en día un 
referente al que acuden múltiples ciudada-
nos, en su mayoría vulnerables, buscando 
la gestión de sus derechos en instancias ju-
diciales a través de los amparos constitucio-
nales, que se traducen básicamente en la in-
terposición de acciones de tutela y acciones 
populares; con lo cual se ha dado vida en el 
país al llamado litigio estratégico, que se ha 
erigido como el instrumento transforma-
dor de la realidad social usado por la Defen-
soría del Pueblo, para que se sienten prece-
dentes progresistas en el país y la región, en 
materia de fortalecimiento de la protección 
de los derechos humanos. Esta labor ha al-
canzado en la mayoría de los casos decisio-
nes favorables y un impacto importante en 
las políticas públicas.

El pasado mes de marzo de 2024, la Defen-
soría del Pueblo organizó el foro denomi-
nado “El rol de las cortes en la protección 
judicial del derecho a gozar de un ambiente 
sano”, el cual enfatizó en el compromiso de 
salvaguardar el medio ambiente y los recur-
sos naturales a través de acciones judiciales.

Fruto de esta serie de encuentros académi-
cos, la Defensoría del Pueblo presentó la 
cartilla denominada El litigio estratégico de-
fensorial como mecanismo para salvaguar-
dar el patrimonio ecológico de la Nación.

La cartilla desarrolla diferentes temáticas 
acerca de la protección del medio ambiente, 
pero en especial los mecanismos de partici-
pación ambiental, así como judiciales exis-
tentes para dicho efecto, entre los cuales se 
destacan: 

1.	El derecho a la participación ambien-
tal en Colombia

2.	Los mecanismos de participación 
ambiental en Colombia

3.	Audiencias públicas en asuntos am-
bientales

4.	Intervención de terceros en procesos 
administrativos

5.	Derecho de petición

6.	Veeduría ciudadana 

7.	Consulta popular

8.	Consulta previa
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El documento f inaliza exponiendo casos 
paradigmáticos en los que ha jugado un rol 
protagónico la Defensoría del Pueblo, en la 
defensa de las causas ambientales.

Como parte de estas labores, la Defensoría 
del Pueblo ha esquematizado este capítulo 
titulado “Litigio estratégico defensorial en 
temas medioambientales”, en el que se enfa-
tiza la contribución al cambio social, la pre-
valencia del interés público frente al interés 
particular, el cumplimiento efectivo de los 
derechos humanos, el abordaje de proble-
máticas medioambientales, entre otros, 

como una nueva oportunidad para eviden-
ciar la tarea que desarrolla la entidad a través 
de sus diferentes dependencias, que tienen 
como misión institucional identificar casos 
de interés para llevar ante los jueces y magis-
trados del país.

A continuación, se muestran en forma es-
quemática algunos casos de interés que 
hemos querido incluir en esta edición, en 
los cuales la Defensoría, a través del litigio 
estratégico, ha provocado decisiones de la 
justicia de gran trascendencia social, econó-
mica, cultural y ambiental.
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Defensoría regional: Guajira
1.1. IDENTIFICACIÓN CASO

Corporación Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Primera

Número 44001 23 33 000 2011 00097 02

Demandante Defensoría del Pueblo Regional de la Guajira

Demandados

La Nación – Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territo-
rial (hoy Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible), Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Social (hoy Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural), Agencia de Desarrollo Rural – ADR, la Corporación 
Autónoma Regional de la Guajira y la Unión Temporal Guajira – UTG

Derechos colec-
tivos protegidos

Goce de un ambiente sano

A la moralidad administrativa

A la existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovecha-
miento racional de los recursos naturales

Seguridad y salubridad pública

Goce del espacio público

Servicios Públicos

Seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente

Magistrado 
ponente Oswaldo Giraldo López

Sala de decisión Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Primera

1.2. HECHOS JURÍDICAMENTE RELEVANTES (HJR)

Caracolí Sabanas de Manuela es un corregimiento de la jurisdicción del municipio de 
San Juan del Cesar, la Guajira, que se encuentra ubicado cerca de las estribaciones de 
la sierra nevada de Santa Marta. Lugar en el que nacen los ríos Cesar y Ranchería, el cual 
desemboca en el mar Caribe, en Riohacha.

Para la construcción del proyecto del río Ranchería, se diseñó el embalse El Cercado y un 
sistema de riego que cubría dieciocho mil quinientas treinta y seis (18.536) hectáreas de 
tierra, al igual que la construcción del dique y del transporte fluvial a Ranchería y San Juan 
del Cesar, lo que convertiría al sur de la Guajira en una despensa agrícola. Adicionalmen-
te, se moverían nueve (9) proyectos ganaderos que generarían empleos directos, esto 
de conformidad con los estudios iniciales de la obra, la cual se esperaba que tardara dos 
(2) años en diseño y cuatro (4) en ejecución.



249

CARTILLA AMBIENTAL DEL CONSEJO DE ESTADO Y LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO

Corpoguajira le otorgó la licencia ambiental nro. 3158 de 10 de agosto de 2005 a la em-
presa italiana Ifagraria para la ejecución de la obra de la represa del río Ranchería. Pos-
teriormente, el Instituto Colombiano para el Desarrollo Rural (INCODER) contrató para 
la realización del proyecto al consorcio Unión Temporal Guajira (UTG), que estaba con-
formado por las empresas Conalvías, Grandicon, Gómez Cajian, Zigma, Suarez y Silva 
Ingeniero y Patria S. A. La construcción inició el 10 de enero de 2006 y terminó en el mes 
de noviembre de 2010, y el 1 de diciembre del mismo año el mencionado instituto recibió 
la primera etapa.

Se había previsto que el embalse El Cercado se llenaría aproximadamente en tres (3) 
años; sin embargo, por el fenómeno climático de “la niña”, el mismo superó su capacidad 
en cinco (5) meses, ocasionando que se generará un impacto negativo en el ecosistema, 
pues la biomasa que resultó de la remoción de trescientas cuarenta y seis (346) hectáreas 
de terreno natural y vegetal no fue retirada a tiempo y quedó sepultada, al igual que las 
vías de acceso a las fincas vecinas, la “casa-máquina” de la planta eléctrica que abastecía 
a la población de Caracolí de energía y una retroexcavadora.

 Desde que sucedió la emergencia del embalse El Cercado, la población de ese corre-
gimiento no tiene acceso al servicio de energía eléctrica permanente y continua, por 
lo que se ha vulnerado el derecho colectivo relacionado con el acceso a los servicios 
públicos de manera eficiente y oportuna. Además, resaltó que los transformadores y 
baterías del microgenerador de ese municipio están en proceso de descomposición, 
circunstancia que puede producir radiaciones y atentar contra la salud de los habitantes 
del corregimiento.

1.3. PROBLEMA JURÍDICO 

Determinar si la Nación: el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial (hoy 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible); el Ministerio de Agricultura y Desarro-
llo Social (hoy Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural); la Agencia de Desarrollo Ru-
ral (ADR); la Corporación Autónoma Regional de la Guajira y la Unión Temporal Guajira 
(UTG), vulneró los derechos al goce de un ambiente sano, a la moralidad administrativa, 
a la existencia del equilibrio ecológico y al manejo y aprovechamiento racional de los 
recursos naturales, a la seguridad y salubridad pública, al goce del espacio público, a los 
servicios públicos y a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente 
de la comunidad de Caracolí Sabanas de Manuela, corregimiento de la jurisdicción del 
municipio de San Juan del Cesar, la Guajira.
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1.5. DECISIÓN

El Tribunal Administrativo de la Guajira dictó sentencia el día 4 de marzo de 2020, en la 
que amparó los derechos colectivos asociados al goce de un ambiente sano y encontró 
como responsable de su vulneración a la Agencia de Desarrollo Rural, como titular de la 
licencia ambiental que fue concedida para la construcción de la represa El Cercado.

El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, en senten-
cia de fecha dieciocho (18) de marzo de dos mil veinticuatro (2024) ordenó:

PRIMERO: DECLARAR la nulidad de la sentencia del 4 de marzo de 2020, expedida por 
el Tribunal Administrativo de la Guajira, por las razones dispuestas en la parte motiva de 
esta providencia.

SEGUNDO: ORDENAR al Tribunal Administrativo de la Guajira vincular al presente asunto 
al Municipio de San Juan del Cesar – Guajira y al INVIAS, por los motivos indicados en la 
parte considerativa de este proveído.

TERCERO: DEVOLVER el expediente al Tribunal Administrativo de la Guajira para lo perti-
nente.

2.2. RATIO DECIDENDI (RD) “La razón de la decisión” 

El artículo 208 del CPACA autoriza la remisión al artículo 133 del CGP, que enlista de ma-
nera taxativa las causales de nulidad procesal, las cuales constituyen irregularidades o 
defectos procedimentales que pueden tener lugar en cualquier etapa de un proceso 
judicial o en la sentencia que resuelve de fondo el asunto y que, dada su relación con el 
derecho al debido proceso y otros derechos fundamentales de las partes, pueden llegar 
a invalidar las actuaciones allí surtidas.

Es claro para el Despacho que la sentencia de primera instancia se encuentra incursa en 
la causal de nulidad contemplada en numeral 8 del artículo 133 del CGP, en la medida en 
que, como se vio, no fueron citados al proceso de la referencia la totalidad de entidades 
que integraban el contradictorio. El artículo comentado reza textualmente:

Artículo 133. Causales de nulidad. El proceso es nulo, en todo o en parte, solamente en 
los siguientes casos:

(…) 8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la de-
manda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas, aunque 
sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban su-
ceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en 
debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo 
con la ley debió ser citado.

Se declarará la nulidad de la sentencia emitida el 4 de marzo de 2020 y se ordenará al Tri-
bunal vincular al presente asunto al municipio de San Juan del Cesar, Guajira, y a INVIAS, 
de modo que se garanticen de manera efectiva los derechos de las partes respecto del 
juicio que se propone en el escrito de demanda.
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4. Observaciones

A la presente acción constitucional, luego de notificarse la sentencia de fecha dieciocho 
(18) de marzo de dos mil veinticuatro (2024), emanada por el Consejo de Estado, fue 
designado el defensor público del área público-privada, Dr. Víctor Ojeda para dar conti-
nuidad e impulso a la acción.

 Defensoría regional: Urabá Darién
1.1. IDENTIFICACIÓN CASO

Corporación Juzgado primero administrativo oral del circuito de Turbo, An-
tioquia

Número 05-837-33-33-001-2023-00290-00

Demandante Defensoría del Pueblo Regional Urabá Darién; Afectados barrio 
Tierra Prometida del municipio de Chigorodó, Antioquia.

Demandados Municipio de Chigorodó, Antioquia; Gobernación de Antioquia. 
Vinculados: Aguas Regionales EPM y Corpouraba.

Derechos colectivos 
protegidos

Salubridad pública.

Goce de un ambiente sano.

Acceso a servicios públicos y a su prestación efectiva y opor-
tuna.

Segunda instancia Tribunal Administrativo de Antioquia

Magistrado ponente Andrew Julián Martínez Martínez

Sala de decisión Sala Cuarta de Decisión.

1.2. HECHOS JURÍDICAMENTE RELEVANTES (HJR)

La Defensoría del Pueblo regional Urabá Darién presentó acción popular a favor de los 
habitantes del barrio Tierra Prometida del municipio de Chigorodó, Antioquia, debido a 
que esta comunidad no cuenta con los servicios públicos de acueducto, alcantarillado, 
agua potable y saneamiento básico, que constituyen garantías inherentes al bienestar 
general y al mejoramiento de la calidad de vida de la población, sin contar que el acceso 
al agua potable es un derecho fundamental que desarrolla los derechos al goce de un 
ambiente sano, la seguridad y salubridad públicas y el acceso a una infraestructura de 
servicios que garantice la salubridad pública.
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En las pruebas aportadas por todas las partes e intervinientes en esta acción constitu-
cional se pudo constatar que el barrio Tierra Prometida se encuentra constituido desde 
al año 2012; se encuentra en el perímetro de área urbana del municipio de Chigorodó y 
que, si bien es cierto que pertenece a un predio de mayor extensión, a la fecha se en-
cuentran al día en el pago de su impuesto predial global.

También se evidenció que esta comunidad de más de 500 personas, entre ellas niños, 
niñas y adultos mayores, no cuenta con sistema de acueducto, alcantarillado y agua po-
table. Tan precaria y preocupante es la situación de este barrio que en el informe técnico 
de Corpouraba recomienda que «…es fundamental abordar esta problemática de mane-
ra urgente para salvaguardar la salud de los habitantes y proteger los recursos naturales» 
y concluye que «es necesario tomar medidas urgentes para mejorar la situación sanitaria 
y ambiental del área». De igual manera, en el mismo informe técnico se indica: 

En lo que respecta a los vertimientos de las aguas residuales, se vierten al suelo y las vías 
públicas del sector, sobre sistemas sépticos no tecnificados generando impactos gra-
ves al medio ambiente (contaminación al suelo; contaminación a los cuerpos de aguas; 
degradación a los ecosistemas) pero más grave aún, son los riesgos a la salud humana y 
daños a la calidad de agua para consumo humano (…).

(…) Durante la inspección del sector, se evidenció una preocupante situación relaciona-
da con la presencia de aguas residuales en las calles y canales cercanos a las viviendas. 
Además, se pudo identificar la existencia de pozos sépticos artesanales en estado defi-
ciente, presentando fugas y filtraciones. Un aspecto alarmante es que todas las viviendas 
del área cuentan con estos pozos sépticos que descargan directamente en el suelo y 
en las vías públicas. Así mismo estas aguas residuales domesticas sin tratamiento previo 
son conducidas por escorrentía y canales antrópicos a la fuente hídrica denominada 
Quebrada Honda.

(…) Toda vez que los pozos sépticos en mal estado, con fugas y descargas directas a las 
calles, constituyen un foco de contaminación ambiental, que afecta negativamente el 
recurso hídrico superficial y subterráneo.

(…) Los resultados de los análisis microbiológicos indican que los niveles de coliformes 
totales y Escherichia coli (E. coli) superan los valores admisibles para uso doméstico. Por 
lo tanto, se concluye que el agua no es apta para el consumo humano sin el debido tra-
tamiento convencional que garantice la desinfección de estas aguas.

Todo lo anterior indica que las muestras tomadas en los pozos artesanales o aljibes del 
barrio Tierra prometida, se encuentra contaminadas por materia fecal (…).

El informe técnico citado sustenta y corrobora los hechos ineludibles de esta acción po-
pular, la vulneración de derechos colectivos y el inminente riesgo en el que se encuen-
tran las personas que habitan el barrio Tierra Prometida.

De igual manera, queda evidenciado que el municipio de Chigorodó ha tenido conoci-
miento de la creación y la construcción de las viviendas asentadas hoy en el barrio Tierra 
Prometida, sin que en su momento hubiese ejecutado alguna acción legal para impedir 
la construcción de dichas viviendas, evidenciado la falta de actuación del municipio de 
Chigorodó frente al cumplimiento de las normas y deberes a su cargo, situación en la 
que se pretenden excusar con el fin de negar el acceso a los servicios públicos y agua 
potable a la comunidad asentada en el barrio Tierra Prometida del municipio de Chigo-
rodó.
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1.3. PROBLEMA JURÍDICO 

¿Impiden los trámites administrativos de titulación y legalización de predios el acceso a 
derechos e intereses colectivos, enfocados en la prestación de los servicios públicos?

1.5. DECISIÓN

 Primera instancia

«PRIMERO: AMPARAR los derechos colectivos de los de los habitantes del barrio o asenta-
miento Tierra Prometida del Municipio de Chigorodó-Antioquia, al goce de un ambiente 
sano; la seguridad y salubridad pública y al acceso a los servicios públicos domiciliarios 
y a que su prestación sea eficiente y oportuna.

SEGUNDO: ORDENAR a la entidad territorial Municipio de Chigorodó adelantar todas las 
diligencias jurídicas, administrativas y presupuestales tendientes a ejecutar o construir las 
obras de infraestructura de acueducto y alcantarillado en el asentamiento denominado 
barrio Tierra Prometida, para lo cual tendrá un plazo de doce (12) meses, contados a par-
tir de la ejecutoria de esta sentencia.

TERCERO: Aguas Regionales Grupo EPM deberá brindar la asesoría que el Municipio re-
quiera para adelantar las obras aquí ordenadas, y una vez ejecutadas, asumir la presta-
ción de los servicios de acueducto y alcantarillado de este sector.

CUARTO: El Departamento de Antioquia deberá COFINANCIAR las obras de infraestruc-
tura ordenadas en esta sentencia, de acuerdo con sus posibilidades presupuestales y 
financieras.

QUINTO: SE ORDENA conformar el comité de verificación de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 34 de la Ley 472 de 1998, el cual estará integrado, por i) El Personero Munici-
pal de Chigorodó-Antioquia; ii) El alcalde Municipio de Chigorodó-Antioquia, o su dele-
gado, iii) el actor popular (Defensoría del Pueblo); iv) el presidente de la Junta de Acción 
Comunal del barrio Tierra Prometida y v) el director de CORPOURABÁ o su delegado. La 
Coordinación del comité estará a cargo del Personero Municipal de Chigorodó, quien 
deberá rendir informe bimensual de los avances de las gestiones tendientes a cumplir 
esta sentencia.

SEXTO: No hay lugar a condena en costas.

SÉPTIMO: Remítase copia de la presente providencia ejecutoriada a la Defensoría del 
Pueblo, para ser inscrita en el registro de acciones populares, conforme al mandato del 
artículo 80 de la Ley 472 de 1998 y archívese el expediente».
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2.2. RATIO DECIDENDI (RD) “La razón de la decisión” 

El despacho judicial basa su decisión y decide amparar los derechos colectivos en los 
siguientes puntos:

 

1. FALTA DE DILIGENCIA, INOPERANCIA Y EFICIENCIA DEL ENTE MUNICIPAL FRENTE A LA 
LEGALIZACIÓN FORMAL DEL PREDIO

Esto en el entendido de que el principal argumento de la parte demandada era la impo-
sibilidad de invertir recursos públicos en un predio privado que es uso de una invasión; 
sin embargo, se demostró y el despacho basó su argumento en la negligencia que ha 
tenido el ente municipal para superar el inconveniente planteado, teniendo en cuenta 
que desde el 2020 el consejo municipal había otorgado facultades y había recursos del 
nivel nacional para ayudar a las comunidades a la legalización de los predios, bajo algu-
nos requisitos, los cuales eran cumplidos por los habitantes del barrio Tierra Prometida. 
De igual manera, se indica que el barrio Tierra Prometida no es una invasión y que el 
municipio no ha realizado ninguna acción para suspender la construcción de viviendas 
en dicho barrio. 

Finaliza su argumento indicando que el asentamiento Tierra Prometida se encuentra en 
una condición de irregularidad. Dicha circunstancia, en sí misma, no es óbice para que la 
administración municipal realice todas las gestiones encaminadas a brindarles la presta-
ción de los servicios públicos domiciliarios, tales como los de acueducto y, en especial, 
el de alcantarillado, máxime si han transcurrido aproximadamente diez años sin que se le 
brinde una solución a la problemática.

 

2.FALTA DE DILIGENCIA, INOPERANCIA Y EFICIENCIA DEL ENTE MUNICIPAL FRENTE AC-
CESO A LOS SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS Y A QUE SU PRESTACIÓN SEA EFI-
CIENTE Y OPORTUNA

Frente a la negativa del ente municipal de asumir responsabilidad de la prestación de los 
servicios públicos, se basa el despacho judicial en la normatividad que es bastante clara, 
para indicar que el ente municipal es el principal responsable, ya que tiene la obligación 
legal de garantizar que se estén prestando de manera eficiente los servicios públicos do-
miciliarios, por sí mismo o a través de las entidades con las que haya contratado dichos 
servicios.

En este punto señaló, con apoyo en jurisprudencia constitucional, que la garantía de 
prestación de los servicios públicos domiciliarios guarda estrecha relación con los ele-
mentos constitutivos del derecho a disfrutar de una vivienda digna, punto que se en-
cuentra ligado a la satisfacción, entre otros, de la prestación oportuna de los servicios de 
acueducto y alcantarillado.
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 3. FALTA DE DILIGENCIA, INOPERANCIA Y EFICIENCIA DEL ENTE MUNICIPAL FRENTE 
GOCE DE UN AMBIENTE SANO Y LA SEGURIDAD Y SALUBRIDAD PÚBLICA

Argumenta el despacho judicial que quedó demostrada la contaminación y afectación 
a la salubridad pública, toda vez que el barrio Tierra Prometida no cuenta con redes de 
acueducto y alcantarillado, sino de manera artesanal, lo que facilita la contaminación del 
agua, el aire y el suelo, sin que el ente municipal haya realizado alguna acción para pre-
venir, mitigar o atender dicha situación.

4. Observaciones

 

Se integrará el comité de verificación, en el que seremos parte activa para solicitar planes 
de trabajo y cumplimiento de las órdenes judiciales plasmadas.

Se indica que ha sido una acción constitucional bastante trabajada, argumentada y discu-
tida con los demandados, sin embargo, continuaba el desinterés y desconocimiento por 
parte del ente municipal sobre sus funciones. Con el fallo de la acción popular, el ente 
municipal no ha mostrado interés en su cumplimiento. 

Defensoría regional: Quindío 
1. IDENTIFICACIÓN CASO

Tipo de acción 
constitucional Acción popular

Corporación
Primera instancia: Tribunal Administrativo de Quindío

Segunda instancia: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Admi-
nistrativo, Sección Primera

Número 63-001-2331-000-2012-00089-00

Demandante Defensoría del Pueblo Regional Quindío

Demandados

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, Agencia Nacional de 
Licencias Ambientales (ANLA), Ministerio de Transporte, Instituto Na-
cional de Vías, Consorcio Unión Temporal II Centenario, Interventor: 
consorcio DIS S. A. EDL LTDA, Corporación Autónoma Regional del 
Quindío (CRQ)
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Derechos co-
lectivos prote-
gidos

Goce a un ambiente sano de conformidad con lo establecido en la 
Constitución y la Ley y las disposiciones legales.

La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamien-
to racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sos-
tenible, su conservación, restauración o sustitución.

La seguridad y salubridad pública.

El acceso a una infraestructura que garantice la salubridad pública.

Magistrado po-
nente Marco Antonio Velilla Moreno

1.1. HECHOS JURÍDICAMENTE RELEVANTES (HJR)

 

En 2012 la Defensoría del Pueblo regional Quindío presentó acción popular en favor de 
los campesinos de las veredas de la alta montaña del municipio de Calarcá (Quindío), en 
razón al desabastecimiento de agua en sus predios rurales y a la grave contaminación de 
los recursos hídricos que proveían el acueducto municipal, con ocasión de la ejecución 
del megaproyecto “Cruce de la cordillera central – Túneles del II centenario – Túnel de 
la Línea y segunda calzada Calarcá Cajamarca”, deviniendo de ello la vulneración de sus 
derechos colectivos consagrados los literales a), c), g) y h) del artículo 4 de la Ley 472 de 
1998.

 

1.2. PROBLEMA JURÍDICO 

 

¿Resulta atribuible a las entidades accionadas la vulneración de los derechos colectivos 
instados de que tratan los literales a), c), g) y h) del artículo 4 de la Ley 472 de 1998, con 
ocasión de la ejecución del megaproyecto “Cruce de la cordillera central – Túneles del 
II centenario – Túnel de la Línea y segunda calzada Calarcá Cajamarca”, desconociendo 
con ello lo establecido, entre otras normas, en los artículos 8, 79, 80, y 209 de la Constitu-
ción Política de Colombia?
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1.3. DECISIÓN

Sentencia de primera instancia:

«PRIMERO: DECLARAR la responsabilidad de INVIAS, la Unión temporal II Centenario, 
Consorcio DIS S.A. EDL Ltda, la CRQ y la ANLA, en la vulneración y amenaza de los dere-
chos colectivos relacionados con el goce de un ambiente sano, de conformidad con lo 
establecido en la Constitución, la Ley y las disposiciones reglamentarias; a la existencia 
del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento nacional de los recursos natura-
les para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, Restauración o Sustitución; 
la conservación de la especies animales y vegetales, la protección de áreas de especial 
importancia ecológica, de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como los 
demás intereses de la comunidad relacionadas con la preservación y restauración del 
medio ambiente; a la salubridad Pública; y al Acceso a una Infraestructura de servicios 
que garantice la salubridad Pública, de conformidad con las consideraciones expuestas.

SEGUNDO: Declara probada la excepción por falta de legitimación por pasiva formulada 
por la Nación (Ministerio de Transporte). Negar la excepción por falta de legitimación por 
pasiva formulada por el Consorcio DIS S.A -EDL Ltda.

TERCERO: Como medidas de reparación de los daños colectivos causados.

3.1: ORDENAR a la CRQ y a la ANLA atender de manera prioritaria las solicitudes de li-
cencias, permisos y autorizaciones que presenten la Unidad Temporal II centenario y el 
INVÍAS sobre los sectores de desarrollo del proyecto de Infraestructura vial “Cruce de 
la Cordillera central – Túnel de la Línea y segunda Calzada Calarcá - Cajamarca. – y al 
complimiento con los deberes constitucional y legal de vigilancia, seguimiento y control 
al desarrollo del proyecto de infraestructura vial “Cruce de la cordillera Central. Túneles 
II Centenario – Túnel de la Línea y segunda calzada Calarcá – Cajamarca”, esto implica 
proceder a tramitar en forma prioritaria los procedimientos administrativos sancionato-
rios en contra de la Unión Temporal II centenario. Invías y el Consorcio DIS S.A. – EDL Ltda. 
Y a la CRQ asegurar el cumplimiento de las medidas preventivas impuesta a través de las 
resoluciones 238 y 239 de 2012, Al INVIAS cumplir con las obligaciones contenidas en la 
resolución 238 de 2012 dictada por la CRQ, correspondientes a la obtención del permiso 
de vertimiento en la quebrada La Gata – El Salado, levantar el hecho de las quebradas La 
Gata y El Salado, reforestar la cuenca de la quebrada La Gata, y realizar repoblamiento de 
los cuerpos de agua. Entre otras órdenes.

CUARTO. Para la vigilancia y cumplimiento de las órdenes que en esta providencia se 
adaptan, y de conformidad con las previsiones del artículo 34 de la ley 472 de 1998, OR-
DENAR a la notificación de la sentencia de conformación de un comité Ad honorem de 
verificación de cumplimiento en el cual intervendrán todas las entidades condenadas: 
Invías; Unión Temporal II Centenario, Consorcio DIS S:A. EDL, Ltda., CRQ y ANLA, así como 
la Defensoría del Pueblo quien la presidirá, y el señor Procurador 157 judicial II delegado 
para asuntos Administrativos o la persona que se delegue. El comité deberá rendir un 
informe cada mes a esta Corporación.
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QUINTO: ADVERTIR a las partes que el Tribunal mantiene la competencia permanente 
para verificar su cumplimiento y tomar las medidas necesarias para su debida y oportuna 
ejecución, por consiguiente, las órdenes judiciales que aquí se imponen deberán cum-
plirse perentoriamente so pena de desacato en los términos establecidos por el artículo 
40 de la Ley 472 de 1998».

Sentencia de segunda instancia:

El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, conseje-
ro ponente: Doctor Marco Antonio Velilla Moreno, en calenda de septiembre diecinue-
ve (19) de dos mil trece (2013), procedió a confirmar la providencia apelada, esto es, la 
sentencia del 13 de diciembre del año 2012 proferida por el Tribunal Administrativo del 
Quindío.

1.5. RATIO DECIDENDI (RD) “La razón de la decisión”

Las instancias judiciales de conocimiento declaran la existencia de vulneración y ame-
naza de los derechos colectivos consagrados en los literales a, c, g y h del artículo 4 de 
la ley 472 de 1998, esgrimiendo que la existencia del daño se encuentra demostrado y 
que, a pesar de que las medidas preventivas impuestas por la CRQ y la ANLA, así como 
las medidas cautelares adoptadas por ese Tribunal han llevado a la desaparición de al-
guno de los hechos generadores de amenaza y vulneración de los derechos colectivos 
durante el decurso del proceso constitucional, no concurre lugar a considerar superados 
en su totalidad los hechos que dieron origen a la presente acción popular, por lo que no 
es posible predicar la existencia de hecho superado, puesto que persiste la afectación 
ambiental, constituyendo esta elemento fáctico objetivamente verificable que permite 
establecer un inicio en la alteración o afectación al consumo del agua potable para la 
población de Calarcá.

 

1.6. Observaciones

 

La Defensoría del Pueblo regional Quindío preside los comités de verificación y, en forma 
continua, realizó las reuniones con todas las entidades accionadas, presentando perió-
dicamente las actas de los compromisos suscritos por las mismas ante el Tribunal Ad-
ministrativo del Quindío. Es de acotar que todas las entidades demandadas cumplieron 
con lo ordenado en los fallos y que el expediente fue archivado el día 09/12/2020, por 
su cumplimiento. 
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Defensoría Regional: Valle del Cauca
1.1. IDENTIFICACIÓN CASO

Corporación

Sentencia de primera instancia: Tribunal Administrativo del Valle 
del Cauca, Sala Segunda de Decisión Oral, magistrado ponente: 
Dr. Ronald Otto Cedeño Blume.

Sentencia de segunda instancia: Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Primera, consejera po-
nente: Nubia Margoth Peña Garzón.

Número 76001-23-33-001-2018-00656-00

Demandante Defensoría del Pueblo – Regional Valle Del Cauca

Demandados
Municipio de Yumbo, Corporación Autónoma Regional del Va-
lle del Cauca (CVC), Empresa Oficial de Servicios Públicos de 
Yumbo S. A. ESP (ESPY)

Derechos colectivos 
protegidos

Goce a un ambiente sano.

Existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovecha-
miento racional de los recursos naturales para garantizar su 
desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitu-
ción. La conservación de las especies animales y vegetales, la 
protección de áreas de especial importancia ecológica, de los 
ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como los de-
más intereses de la comunidad relacionados con la preserva-
ción y restauración del medio ambiente.

Seguridad y salubridad públicas. 

Acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salu-
bridad pública.

Magistrado ponente Magistrado ponente: Dr. Ronald Otto Cedeño Blume - Tribunal 
Administrativo del Valle del Cauca

Sala de decisión Sala Segunda de Decisión Oral

1.2. HECHOS JURÍDICAMENTE RELEVANTES (HJR) 



260

DEFENSORÍA DEL PUEBLO

La población del asentamiento denominado Villa Real, ubicado en el corregimiento de 
Dapa, en la jurisdicción

del municipio de Yumbo, se veía afectada ante la falta de tratamiento de aguas residuales 
por el continuo vertimiento de aguas negras en la quebrada NN o El Muerto, ubicada en 
el kilómetro 1 de la vía Dapa – Yumbo.

La Defensoría del Pueblo regional Valle del Cauca interpuso inicialmente acción de tutela 
para la protección de los derechos fundamentales a la salud, vida digna, etc., de la comu-
nidad estudiantil, solicitando a los accionados cesar el vertimiento de aguas negras a la 
quebrada NN o El Muerto, acción que fue concedida en primera instancia y negada en 
segunda instancia, razón por la cual se interpone acción popular.

1.3. PROBLEMA JURÍDICO 

La controversia jurídica se contrae a establecer si hay lugar a proteger los derechos co-
lectivos invocados por no existir una planta de tratamiento de aguas residuales (PTAR) 
en el asentamiento denominado Villa Real, ubicado en el corregimiento de Dapa, en la 
jurisdicción del municipio de Yumbo.

1.5. DECISIÓN

El Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en primera instancia, declaró la vulneración 
de los derechos e intereses colectivos contenidos en los literales a), c), g) y h) del artículo 
4 de la Ley 472 de 1998 y ordenó al municipio de Yumbo y la Corporación Autónoma Re-
gional del Valle del Cauca (CVC) adelantar la adquisición de un predio y tramitar permi-
sos de vertimientos y construcción de planta de tratamiento de aguas residuales (PTAR) 
y/o redes de alcantarillado que recolecten las aguas que requieren manejo.

El honorable Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 
en sentencia de segunda instancia, modificó la conformación del comité de seguimiento 
y confirmó el fallo de primera instancia.
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2.2. RATIO DECIDENDI (RD) “La razón de la decisión” 

Se encontró probado que la quebrada El Muerto tenía trazas de contaminación por 
aguas residuales, situación que fue informada por parte de la entidad al municipio, pro-
blema derivado del asentamiento del sector conocido como Villa Real.

Se encontró probado que la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (CVC) 
tramitó en contra del municipio de Yumbo un procedimiento sancionatorio ambiental 
relacionado con el vertimiento de aguas residuales domésticas generadas por el asen-
tamiento ilegal denominado Villa Real a la quebrada El Pedregal, ubicada en el corregi-
miento de Dapa, jurisdicción del municipio de Yumbo, lo cual acredita la afectación a los 
derechos e intereses colectivos invocados en la demanda por la falta de tratamiento de 
aguas residuales en el asentamiento Villa Real.

La obligación principal para dar cumplimiento al fallo de instancia recae en el municipio, 
que emprendió las acciones para la construcción de una PTAR que permitiera cesar los 
vertimientos de aguas residuales en la quebrada Arroyo Hondo o El Pedregal del corre-
gimiento de Dapa.

En cuanto a las corporaciones autónomas regionales, se indica que, en el marco de sus 
competencias, se les han encomendado determinadas actividades en coordinación con 
el ente territorial, a fin de efectuar obras de saneamiento básico como acueducto y al-
cantarillado, en aquellos eventos en los que se encuentre de por medio la protección, 
descontaminación o recuperación del medio ambiente y los recursos naturales renova-
bles, tal situación se evidenció al siguiente tenor:

Siendo ello así, se advierte que si bien la CVC no está en la obligación de prestar el 
servicio público de acueducto y alcantarillado, sí debe ejecutar, administrar, operar y 
mantener, en coordinación con la entidad territorial, proyectos, programas de desarrollo 
sostenible y obras de infraestructura cuya realización sea necesaria para la defensa y pro-
tección o para la descontaminación o recuperación del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables.

Lo dicho implica que la CVC, como encargada de administrar y proteger en su jurisdic-
ción el medio ambiente y los recursos naturales renovables y propender por su desa-
rrollo sostenible, está llamada a ejecutar todas las acciones que sean necesarias para la 
defensa y protección del medio ambiente y los recursos naturales.

Las entidades accionadas en forma mancomunada y en el marco de sus funciones de-
ben dar continuidad al trámite ya iniciado a través del plan de saneamiento y manejo de 
vertimientos, para dar solución a la problemática objeto de estudio, esto es, la construc-
ción de la planta de tratamiento de aguas residuales (PTAR) y/o redes de alcantarillado 
que recolectarán las aguas a manejar en el asentamiento denominado Villa Real, ubicado 
en el corregimiento de Dapa, en la jurisdicción del municipio de Yumbo.

4. Observaciones

Impacto social: Construcción de la planta de tratamiento de aguas residuales (PTAR) y/o 
redes de alcantarillado que recolectarán las aguas a manejar en el asentamiento deno-
minado Villa Real, ubicado en el corregimiento de Dapa, en la jurisdicción del municipio 
de Yumbo, brindando calidad de vida a los habitantes de la comunidad asentada en el 
sector.
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Defensoría regional: Nariño
1. IDENTIFICACIÓN CASO

Tipo de acción 
constitucional Acción popular

Corporación Tribunal Administrativo de Nariño

Número 52001-23-33-2017-0639-00

Demandante Omar Armando Benavides Cerón – Defensoría del Pueblo regional 
Nariño (Coadyuvante)

Demandados

Municipio de Ipiales - (N)

Empoobando ESP

Corponariño (CAR)

Gobernación de Nariño

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible

Ministerio de Hacienda y Crédito Público

Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio

Derechos co-
lectivos prote-
gidos

Moralidad administrativa

Derecho al goce de un ambiente sano

El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes 
de uso público

Magistrado po-
nente Álvaro Montenegro Calvachy

1.1. HECHOS JURÍDICAMENTE RELEVANTES (HJR)

En 2017 la Defensoría del Pueblo Regional Nariño coadyuva la acción popular interpuesta 
por Omar Benavides Cerón, en razón a la vulneración de los derechos colectivos invo-
cados, debido a la contaminación del río Guáitara, el humedal El Totoral y la quebrada 
La Ruidosa, causada por la recepción de aguas residuales, sin que las entidades deman-
dadas promovieran las correspondientes acciones de protección y mitigación por sus 
impactos ambientales.
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1.2. PROBLEMA JURÍDICO 

¿Acaeció la vulneración de los derechos colectivos invocados por el actor popular, en 
razón a la contaminación del río Guáitara, el humedal El Totoral y la quebrada La Rui-
dosa, debido a la recepción de las aguas residuales provenientes de diferentes usos, 
a través de los distintos afluentes que desembocan en esas fuentes hídricas, sin que 
mediara tratamiento alguno de las mismas por parte de las entidades administrativas 
demandadas y vinculadas, al no proteger, controlar, coordinar, sancionar, apoyar, cons-
truir plantas de tratamiento de aguas residuales (PTAR) y al no efectuar seguimiento y 
promoción para mitigar y/o descontaminar su afectación

1.3. DECISIÓN

«PRIMERO: DECLARAR al RÍO GUÁITARA, su cuenca y afluentes como sujeto de derechos 
a la protección, conservación, mantenimiento y restauración a cargo del Estado y de las 
comunidades que habitan en los municipios del DEPARTAMENTO DE NARIÑO por donde 
hace su recorrido y cuya tutoría y representación legal de los derechos del río, estará 
a cargo de la NACIÓN - MINISTERIO DE AMBIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE quien 
además será su guardián.

SEGUNDO: DECLARAR el 20 de noviembre de cada año, como día del río Guáitara, fecha 
en la cual se conmemorará que es un sujeto de derechos y que debe ser protegido, 
conservado y restaurado para evitar su contaminación ambiental. Las entidades com-
prometidas con los resultados de la sentencia propiciarán los respectivos escenarios 
académicos para la socialización de esta.

TERCERO: EXHORTAR a las personas naturales y jurídicas que residen y tienen domicilio 
en los municipios del Departamento de Nariño que hacen parte de la cuenca hidrográ-
fica del río Guáitara, a tomar conciencia sobre la importancia de su protección y a evitar 
acciones que propicien su contaminación.

CUARTO: DECLARAR prósperas las excepciones de falta de legitimación en la causa por 
pasiva formuladas por el MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, MINISTERIO DE 
VIVIENDA, CIUDAD Y TERRITORIO, DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN – DNP- 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA y el INSTITUTO 
DEPARTAMENTAL DE SALUD DE NARIÑO y la denominada imposibilidad de oponer los 
efectos de la acción popular, propuesta por la CONCESIONARIA VIAL UNIÓN DEL SUR 
S.A.S. por las razones expuestas en precedencia».



264

DEFENSORÍA DEL PUEBLO

1.5. RATIO DECIDENDI (RD) “La razón de la decisión”

La Sala de conocimiento encuentra vulnerados los derechos colectivos deprecados, fun-
damentando su decisión en que tanto las autoridades y entidades competentes como 
los habitantes de los municipios que conviven con la fuente hídrica afectada han omitido 
atender lo consagrado por la Constitución Política de Colombia en cuanto al derecho 
de todos a gozar de un ambiente sano y el deber del Estado y de todas las personas 
de proteger las riquezas naturales, así como la diversidad e integridad de ambiente, 
mediante la conservación de las áreas de especial importancia ecológica y a través del 
fomento de la educación para el logro de estos fines. La Sala resalta y rememora, ade-
más, la función ecológica de la propiedad y el deber del Estado de planificar el manejo 
y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución, así como los deberes de prevenir y controlar los 
factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de 
los daños causados.

Considera que a fin de cumplir con el objetivo de la acción popular referente a garantizar 
la mejora y descontaminación que sufre el río Guáitara por el vertimiento de aguas resi-
duales sin ningún tipo de tratamiento, resulta necesaria la articulación de distintos actores 
y autoridades desde el orden departamental, territorial, la Corporación Autónoma Regio-
nal de Nariño y comunidades que habitan a lo largo de la cuenca del río y sus afluentes, 
quienes como responsables por su conducta omisiva, al no realizar acciones pertinentes 
para la descontaminación del río Guitara, han permitido la vulneración de los derechos 
colectivos invocados.

De tal manera, al encontrar que las distintas entidades demandadas y vinculadas han vul-
nerado los derechos colectivos invocados por la parte actora, se concluyó:

Se ordenará a las entidades responsables la adopción de una serie de medidas que 
permitan hacer frente a su cuenca, la idea del uso racional de sus recursos hídricos y fo-
restales, y que constituye una abierta vulneración de los derechos colectivos, en especial 
al goce de un ambiente sano, y como derecho fundamental al agua (al tener como con-
secuencia su grave contaminación) que amenaza a los municipios o al medio ambiente, 
sino a una de las fuentes hídricas y de biodiversidad más importante del Departamento 
de Nariño y con ello a las presentes y futuras generaciones.

(…) 612. Estas órdenes estarán dirigidas, en términos generales, a que se adopten decisio-
nes efectivas y concretas que permitan superar de forma progresiva y permanente tanto 
la insuficiencia de recursos, como las falencias en la capacidad institucional, con funda-
mento en el principio constitucional de colaboración armónica entre poderes públicos 
para asegurar la protección efectiva de los derechos colectivos invocados en el presente 
mecanismo constitucional, y dentro de los cuales, están involucrados 33 municipios del 
departamento de Nariño, para mantener o prestablecer un equilibrio entre el aprove-
chamiento económico de los recursos y la conservación de la estructura físico-biótica 
de la Cuenca y especialmente en el recurso hídrico; bajo la descripción que por vía de 
ilustración se plantea que en la formulación del POMCA que se registra a folio 222, en el 
cual se diseñaron líneas de acción para la formulación de proyectos (…).
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Se consideró que, para garantizar la protección, conservación, mantenimiento y restau-
ración del río Guaitara, su cuenca y sus afluentes, no basta con las órdenes por adoptar 
en el fallo de la acción popular; adicionalmente, es necesario exhortar al Estado y a las 
personas naturales y jurídicas a cuidar del río, por lo que se considera oportuno declarar 
la fecha de la expedición de la sentencia como el día del río, providencia en la cual se 
le reconoce el estatus de sujeto de especial protección constitucional, con lo cual se 
busca, entre otras acciones, que se desarrollen actividades académicas que contribuyan 
a reflexionar sobre la importancia del cuidado del río y la relación directa con el cambio 
climático si no se protege y conserva el cuerpo de agua a tiempo.

1.6. Observaciones

Se requiere del Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible brindar la asesoría 
técnica y administrativa, así como cofinanciar con los municipios condenados los pro-
yectos que le formulen para la construcción o adecuación de las plantas de tratamiento 
de aguas residuales (PTAR) que se requieran. En iguales términos, concurre la necesi-
dad de que, bajo su dirección, se diseñe y ponga en marcha un plan que conlleve a la 
descontaminación de la cuenca del río Guáitara y sus afluentes, a efectos de recuperar 
sus ecosistemas y evitar daños adicionales al ambiente en la región. Además, se deben 
definir las políticas públicas para orientar y contribuir a la gestión integral de la cuenca 
hidrográfica del río Guáitara.

Se puede destacar que la sentencia del Tribunal Administrativo de Nariño declaró al río 
Guáitara como sujeto de derechos a la protección, conservación, mantenimiento y res-
tauración, a cargo del Estado y las comunidades que habitan en los distintos municipios 
del departamento de Nariño por donde hace su recorrido. La tutoría y representación 
legal de los derechos del río se encomendó a la Nación, Ministerio de Ambiente y Desa-
rrollo Sostenible.

En la actualidad la decisión se encuentra apelada ante el Consejo de Estado en efecto 
devolutivo, y en tal sentido se desarrollan comités de verificación.
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Defensoría regional: Bolívar
1. IDENTIFICACIÓN CASO

Tipo de acción constitu-
cional Acción popular

Corporación Juzgado Segundo Administrativo Oral del Circuito Judicial 
de Cartagena.

Número 13-001-33-33-002-2023-00020-00

Demandante Defensoría del Pueblo regional Bolívar.

Demandados Municipio de Arjona

Derechos colectivos pro-
tegidos

Seguridad y salubridad pública

Derecho al goce de un ambiente sano

Juez Arturo Eduardo Matson Carballo

1.1. HECHOS JURÍDICAMENTE RELEVANTES (HJR)

La acción popular se presentó a raíz de una queja interpuesta por el propietario de la 
finca La Peña, quien relató que esta se encuentra ubicada colindante con el matadero 
público de Arjona, inmueble en el que se presenta un deficiente funcionamiento de las 
redes de alcantarillado cercanas a sus terrenos, los cuales son dedicados a la agricultura 
y ganadería. 

Agregó que debido al vertimiento de aguas residuales en su predio ha muerto ganado 
de su propiedad, adicionalmente que el olor es insoportable y se generan afectaciones 
a cuerpos de agua cercanos.

La red de alcantarillado fue creada inicialmente para el mercado público, pero con el 
paso del tiempo se fueron conectando los habitantes del sector, provocando que, en 
la actualidad, hagan parte de la red de alcantarillado aproximadamente 1500 viviendas.

De tal manera, la Defensoría del Pueblo regional Bolívar requirió al ente territorial, a través 
de su alcalde, para poner de presente la queja presentada por el propietario del predio 
en mención, frente a lo cual no se recibió respuesta alguna. 

En similar sentido, CARDIQUE remitió oficio al ente municipal solicitando el mantenimien-
to de la tubería, la cual conduce las aguas residuales sin tratamiento, así como la imple-
mentación de mecanismos de control que impidan que la comunidad continúe conec-
tándose de manera fraudulenta a las redes de alcantarillado ya instaladas.
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Se conoció por parte del propietario y de otros habitantes del sector que los hechos 
denunciados se continuaron presentando y que la administración municipal hizo caso 
omiso al llamado realizado por la contaminación producto de las aguas residuales.

La Defensoría del Pueblo regional Bolívar presentó entonces acción popular para la de-
fensa de los derechos colectivos al goce de un ambiente sano, restauración del medio 
ambiente, seguridad y salubridad pública, de la comunidad del municipio de Arjona, la 
cual tuvo como fundamento la conducta omisiva de la administración municipal.

1.2. PROBLEMA JURÍDICO 

¿Existe amenaza o vulneración de los derechos colectivos invocados al goce de un am-
biente sano, salubridad pública y a que su prestación sea eficiente y oportuna?

1.3. DECISIÓN

Primera instancia 

«Primero.- DECLARAR la vulneración de los derechos colectivos al goce de un ambiente 
sano, la seguridad y salubridad públicas y al acceso a una infraestructura de servicios que 
garantice la salubridad pública, y que su prestación sea eficiente y oportuna, de los ha-
bitantes del predio La Peña y el barrio El Ceibal del Municipio de Arjona – Bolívar, por las 
omisiones en que ha incurrido el Municipio de Arjona, al no haber realizado las obras de 
infraestructura que requieren los predios para evitar el permanente taponamiento de las 
aguas residuales, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído.

Segundo. - En consecuencia, para la protección de los anteriores derechos colectivos 
que afectan a los moradores de del predio La Peña y el barrio El Ceibal del Municipio de 
Arjona, se ORDENA al Municipio de Arjona Bolívar:

c) Que en un término improrrogable de cuatro (04) meses siguientes a la ejecutoria de 
este fallo en apoyo de la autoridad o entidad que estime pertinente realice un estudio, 
diseño y construcciones para garantizar el buen funcionamiento del predio La Peña y el 
barrio El Ceibal, específicamente para corregir el taponamiento de aguas residuales que 
se producen en ese sector, y dentro del plazo necesario que estos estudios hubiesen 
arrojado, inicie de inmediato todas las gestiones administrativas y financieras (etapa pre-
contractual y contractual) que igualmente sean necesarias para lograr que en un tiempo 
razonable, se coloquen en marcha las obras necesarias para la corrección de la red de 
alcantarillado que requieren los moradores del predio La Peña y el barrio El Ceibal y por 
fin gocen de un buen servicio público de alcantarillado residual. En todo caso esta orden 
deberá cumplirse en el término máximo de un (1) año contado a partir de la conclusión 
de los estudios, diseños y construcciones entregados.

d) De igual manera, mientras se efectúan las obras de infraestructura necesarias para 
solucionar la problemática de la acumulación de aguas residuales y desechos contami-
nantes causada por el rebosamiento del sistema de alcantarillado del predio La Peña y 
el barrio El Ceibal, ejecute labores periódicas de limpieza para evitar la proliferación de 
insectos u otros animales transmisores de enfermedades para los residentes de dicho 
sector.
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(…) Quinto. - CONFÓRMESE un comité de verificación para el cumplimiento de la pre-
sente decisión, integrado por el actor popular, el delegado del Ministerio público y un 
delegado del Municipio de Arjona».

1.5. RATIO DECIDENDI (RD) “La razón de la decisión” 

Existe amenaza o vulneración de los derechos colectivos al goce de un ambiente sano, 
seguridad y salubridad públicas, acceso a una infraestructura de servicios que garantice 
la prestación eficiente y oportuna a los moradores del predio La Peña y del barrio El Cei-
bal del municipio de Arjona Bolívar, pues no existe prueba en el expediente que permita 
evidenciar que se hayan llevado a cabo acciones tendientes a dar respuesta a la proble-
mática ambiental expuesta, derivada de la falta de limpieza y mantenimiento, así como la 
falta de obras de infraestructura requeridas para evitar el taponamiento del agua.

La responsabilidad para dar respuesta a la vulneración de los derechos colectivos invo-
cados recae principalmente en el municipio de Arjona, Bolívar, pues está entre sus fun-
ciones asegurar la prestación eficiente a los habitantes de los servicios domiciliarios de 
acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica y telefonía básica conmutada, para así 
dar respuesta a las necesidades básicas insatisfechas de la comunidad.

En el asunto se encontró que el municipio demandado obró de forma negligente al no 
haber realizado oportunamente las obras requeridas para el predio La Peña y el barrio El 
Ceibal, para lograr la evacuación eficiente de las aguas residuales que los recorren.

1.6. Observaciones.

Derivado de una queja presentada a instancias de la Defensoría regional, se dispuso una 
serie de acciones encaminadas a lograr la respuesta efectiva de las autoridades admi-
nistrativas correspondientes, a fin de lograr cesar la vulneración de derechos colectivos 
a los habitantes del predio La Peña y del barrio El Ceibal. Al no recibir respuesta satis-
factoria, se interpuso la acción popular, para lograr el amparo efectivo de los derechos 
colectivos a través del juez popular.	



269

CARTILLA AMBIENTAL DEL CONSEJO DE ESTADO Y LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO



270

DEFENSORÍA DEL PUEBLO

ÍNDICE DE PROVIDENCIAS DEL 
CONSEJO DE ESTADO

Sección Primera

11001-03-24-000-2007-00292-00, 12 de julio de 2018 (Aguas).
05001-23-31-000-2014-01766-01, 23 de abril de 2020 (Aguas).
68001-23-31-000-1999-02293-01, 01 de septiembre de 2022 (Aguas).
25000-23-41-000-2020-00720-01, 03 de febrero de 2023 (Aguas).
85001-23-33-000-2019-00164-02, 14 de septiembre de 2023 (Aguas).
15001-23-33-000-2018-00427-02, 19 de agosto de 2022 (Constitución ecológica).
11001-03-24-000-2011-00245-00, 28 de junio de 2019 (Contaminación ambiental).
52001-23-33-000-2018-00261-01, 12 de septiembre de 2019 (Contaminación ambiental).
13001-23-33-000-2017-00987-01, 21 de agosto de 2020 (Contaminación ambiental).
47001-23-31-000-2011-08425-02, 29 de julio de 2021 (Contaminación ambiental).
23001-23-33-000-2017-00008-02, 26 de enero de 2023 (Licencia ambiental).
81001-23-39-000-2022-00043-01, 26 de enero de 2023 (Licencia ambiental).
11001-03-24-000-2006-00324-00, 26 de enero de 2023 (Licencia ambiental).
11001-03-24-000-2007-00273-00, 31 de julio de 2023 (Licencia ambiental).
05001-23-33-000-2017-01929-01, 19 de junio de 2020 (Minería).
73001-23-31-000-2011-00611-03, 14 de septiembre de 2020 (Minería).
25000-23-41-000-2013-02459-01, 4 de agosto de 2022 (Minería).
73001-23-33-000-2013-00081-01, 29 de septiembre de 2022 (Minería).
11001-03-24-000-2010-00335-00, 25 de marzo de 2022 (Páramos).
6600-12-33-3000-2019-00285-01, 9 de marzo de 2023 (Tenencia y protección de los ani-
males).

Sección Segunda

44001-23-40-000-2017-00125-01, 25 de enero de 2018 (Aguas).
44001-23-40-000-2017-00325-01, 03 de mayo de 2018 (Aguas).
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Sección Tercera

68001-23-31-000-2005-00914-02, 19 de junio de 2020 (Aguas).
25000-23-36-000-2013-01816-01, 2 de junio de 2023 (Constitución ecológica).
85001-23-33-002-2014-00251-01, 12 de diciembre de 2022 (Contaminación ambiental).
73001-23-31-000-2011-00358-01, 11 de octubre de 2021 (Licencia ambiental).
11001-03-26-000-2016-00140-00, 7 de julio de 2022 (Minería).
05001-23-31-000-2006-03376-01, 2 de marzo de 2022 (Relleno sanitario).
25000-23-26-000-1999-00002-04, 1 de noviembre de 2012 (Relleno sanitario).
70001-23-31-000-2005-01165-01, 10 de junio de 2022 (Tenencia y protección de los 
animales).

Sección Quinta (descongestión)

20001-23-31-000-2010-00041-01, 2 de agosto de 2018 (Licencia ambiental).

Sala de Consulta y Servicio Civil

11001-03-06-000-2019-00117-00, 26 de noviembre de 2019 (Constitución ecológica).
11001-03-06-000-2014-00248-00, 11 de diciembre de 2014 (Páramos).
11001-03-06-000-2020-00179-00, 15 de diciembre de 2020 (Relleno sanitario).
11001-03-06-000-2019-00162-00, 26 de noviembre de 2019 (Tenencia y protección de los 
animales).

Sala Plena de lo Contencioso Administrativo

05001-33-31-004-2007-00191-01, 4 de septiembre de 2018 (Contaminación ambiental).
11001-03-15-000-2020-03448-00, 10 de agosto de 2020 (Contaminación ambiental).
11001-03-15-000-2020-03536-00, 26 de marzo de 2021 (Licencia ambiental).
25000-23-15-000-2002-02704-01, 13 de febrero de 2018 (Patrimonio cultural, histórico y 
arqueológico).
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